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Villahermosa, Tabasco; veintiuno de abril de dos mil veintiséis. 

SENTENCIA

VISTO; para dictar sentencia definitiva en los autos que integran el 

juicio oral mercantil 3256/2025, promovido por ******* ******* *********, 

presidente del consejo de administración de  **** *********** ********* 

******** *******, contra ******** ****** ***.

ANTECEDENTES

1. Demanda. Por escrito presentado el once de abril de dos mil 
veinticinco, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de 

Distrito Mercantil Federal, con residencia en esta ciudad, y turnado el 
catorce de abril, a la Oficialía de Partes de este Juzgado, ******* ******* 

*********, en su carácter de presidente del consejo de administración de 

**** *********** ********* ******** *******, en la vía oral mercantil 
demandó a ******** ****** *** las siguientes prestaciones:

- El pago de la cantidad de $640,000.00 (seiscientos cuarenta mil 

pesos, moneda nacional) por concepto de 32 pagos semanales 
dominicales de $20,000.00 (veinte mil pesos, moneda nacional), 

cada uno, que no han sido pagados por el demandado en términos 

de las cláusulas segunda y tercera del convenio base de la acción 

y que se vencieron en el periodo que va del 17 de septiembre de 

2023 al 21 de abril de 2024.

- El pago de los intereses moratorios a razón del 1.5% mensual 

sobre saldos insolutos respecto de las amortizaciones semanales 

descritas en el inciso A que antecede, que se generen hasta el 

total pago de dichas prestaciones.

- El pago de la cantidad de $505,600.00 (quinientos cinco mil 

seiscientos pesos, moneda nacional) por concepto de cuotas 
diarias que no fueron pagadas por el demandado en el periodo 

del 11 de septiembre de 2023 al 23 de febrero de 2025, en 

términos de la cláusula sexta del convenio base de la acción.

- La declaración judicial de dejar a salvo los derechos de mi 

representada respecto del pago de las cuotas diarias que 

continúen venciéndose con fecha posterior al 23 de febrero de 

2025, en los términos de la cláusula sexta del convenio base de la 

acción.
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- El pago de los intereses moratorios a razón del 1.5% mensual 

sobre saldos insolutos respecto de las cuotas diarias descritas en 

el inciso C de este apartado, que se generen hasta el total pago de 

dichas prestaciones.

- El pago de los gastos y costas que se generen por la tramitación 

de este juicio.

2. Trámite. En auto de veintiocho de abril de dos mil veinticinco, 

previa aclaración, se admitió a trámite la demanda respectiva, ordenándose 

emplazar a la parte reo, para que produjera su contestación dentro del 

término de ley.

2.1. Emplazamiento. La diligencia de emplazamiento a la parte 

demandada, se llevó a cabo el veintinueve de mayo del año pasado.

2.2 Contestación a la demanda. En auto de once de junio de dos mil 
veinticinco, se tuvo al demandado, dando contestación a la demanda.

2.3 Audiencia preliminar. Por auto de cuatro de diciembre de dos 
mil veinticinco, se señalaron las trece horas con treinta minutos del seis 
de enero de dos mil veintiséis, para la audiencia preliminar, la cual se 

verificó en esa fecha.

Se admitieron las pruebas ofrecidas por ambas partes consistentes en:

Parte actora:

❖ Documental pública, consistente en original del primer 

testimonio de la escritura pública 1012, volumen 16, de fecha 04 de julio 

de 1978, otorgado ante la fe de Manuel Antonio Zurita Oropeza, notario 

público 4 de Centro, Tabasco, inscrito el 5 de octubre de 1978 en la 

Dirección General del Registro Público de Comercio, bajo el número 

484 del libro general de entradas, folios 17 al 25 del libro número tres 

de sociedades y poderes, volumen 2, sección de comercio.

❖ Documental pública, consistente en copia certificada de la 

escritura pública 8367, volumen 85, de fecha 14 de julio de 1996, 

otorgada ante la fe de Heberto Taracena Ruiz, notario público 1 de 

Cunduacán, inscrito el 12 de julio de 1996 en la Dirección General del 

Registro Público de Comercio, oficina registral de Jalpa de Méndez, 

bajo el número 30 del libro general de comercio a folios 64 al 66 y a 

folio 38 frente del libro de sociedades y poderes volumen 20, sección 

comercio.
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❖ Documental privada, consistente en acta de sesión del 

consejo de administración de la actora de fecha 02 de enero de 2023, 

en donde se instruye a  ******* ******* *********, entre otras 

cosas, la interposición de la demanda materia de este escrito.

❖ Documental púbica, consistente en primer testimonio original 

de la escritura número 4601 (cuatro mil seiscientos uno), volumen LXXI 

(septuagésimo primero) de fecha 27 de febrero de 2023, otorgado ante 

el licenciado Gregorio Ángel Romero Pérez, notario público dos del 

Estado, con adscripción en el municipio de Cunduacán, Tabasco.

❖ Documental privada, consistente en 74 bitácoras semanales 

elaboradas por el demandado (o bajo sus instrucciones), y en donde se 

hacen constar las cuotas diarias que cada fin de semana eran pagadas 

a la actora. Las bitácoras de referencia corresponden a las 76 semanas 
transcurridas, entre el 11 de septiembre de 2023 y el 23 de febrero de 
2025, con excepción de las semanas 70 (6 al 12 de enero de 2025) y 

72 (20 al 26 de enero de 2025), en que no realizo pago alguno ni 

entrego bitácora.

❖ Documental pública, consistente en sentencia de 14 de 

febrero de 2024 dictada en el juicio oral mercantil 618/2026 del índice 

de este juzgado.

❖ Instrumental de actuaciones.

❖ Presuncional, en su doble aspecto, legal y humana.

Parte demandada ******** ****** ***:

❖ Informe de autoridad, el cual se solicitó al Titular de la 

Secretaría de Movilidad (SEMOVI).

❖ Instrumental de actuaciones.

❖ Presuncional, en su doble aspecto, legal y humana.

2.3.1 Audiencia de juicio. En la audiencia preliminar se señalaron las 

doce horas del nueve de marzo de dos mil veintiséis, para que tuviera 

verificativo la audiencia de juicio.

En la audiencia se tuvo por desahogada la prueba de informe de 
autoridad, ofrecida por la parte demandada.

Posterior a ello, se señalaron las once horas con treinta minutos del 
veintiuno de abril de dos mil veintiséis, para el dictado de la presente 
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sentencia.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Primero de Distrito en Materia 

Mercantil Federal en el Estado Tabasco, es legal y constitucionalmente 

competente para conocer y resolver este juicio.

Primero, por razón de fuero, en atención a lo dispuesto por el artículo 

104, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

que prevé la competencia de los tribunales de la federación en tratándose de 

las controversias del orden civil o mercantil que se susciten sobre el 

cumplimiento y aplicación de leyes federales o de los tratados internacionales 

celebrados por el Estado Mexicano, como en la especie acontece al tener 

aplicación el Código de Comercio, pero concurrente en favor de los jueces y 

tribunales del orden común, a elección de la parte actora, como ocurrió en 

este asunto por decisión del accionante.

En segundo lugar, por razón de materia y territorio, conforme a lo 

señalado en los Acuerdos Generales 3/2013, del extinto Pleno del Consejo 

de la Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y límites 

territoriales de los Circuitos Judiciales en que se divide la República 

Mexicana; y, 103/20221, del entonces Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el dieciséis de 

diciembre de dos mil veintidós; toda vez que establecen la creación de los 

juzgados especializados en materia mercantil, así como la delimitación de la 

competencia territorial particularmente de este juzgado de distrito.

SEGUNDO. Legitimación. Previo al estudio de fondo, se analizará la 

legitimación de las partes, por ser un presupuesto procesal de estudio 

oficioso.

Al respecto, se debe señalar que la legitimación en la causa es un 

requisito necesario para la procedencia de la acción, y puede ser activa o 

pasiva.

La primera requiere que quien ejerce la acción sea titular del derecho 

1 ACUERDO GENERAL 103/2022, DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, RELATIVO A LA 
CREACIÓN, DENOMINACIÓN E INICIO DE FUNCIONES DEL JUZGADO SEGUNDO DE DISTRITO EN MATERIA 
MERCANTIL FEDERAL EN EL ESTADO DE TABASCO, CON RESIDENCIA EN VILLAHERMOSA, ASÍ COMO SU 
COMPETENCIA, JURISDICCIÓN TERRITORIAL, DOMICILIO, REGLAS DE TURNO, SISTEMA DE RECEPCIÓN Y 
DISTRIBUCIÓN DE ASUNTOS ENTRE LOS JUZGADOS DE DISTRITO DE LA MATERIA INDICADA; AL CAMBIO 
DE DENOMINACIÓN DEL JUZGADO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL DEL MISMO DISTRITO 
Y RESIDENCIA; A LA CREACIÓN E INICIO DE FUNCIONES DE LA OFICINA DE CORRESPONDENCIA COMÚN 
QUE LES PRESTARÁ SERVICIO; Y QUE REFORMA EL SIMILAR 3/2013, RELATIVO A LA DETERMINACIÓN 
DEL NÚMERO Y LÍMITES TERRITORIALES DE LOS CIRCUITOS JUDICIALES EN QUE SE DIVIDE LA 
REPÚBLICA MEXICANA; Y AL NÚMERO, A LA JURISDICCIÓN TERRITORIAL Y ESPECIALIZACIÓN POR 
MATERIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
APELACIÓN Y DE LOS JUZGADOS DE DISTRITO.
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reclamado; esto es, que sea la persona que pueda exigir de la autoridad 

competente, se declare un derecho a su favor y se haga cumplir 

coactivamente.

En cambio, la legitimación pasiva en la causa requiere que el 

demandado sea aquél que deba cumplir la obligación exigida en juicio.

De manera que, si no se cumple esa condición en cualquiera de las 

partes, no puede pronunciarse sentencia que decida el fondo de la cuestión 

planteada.

Es aplicable, la jurisprudencia I.11o.C. J/12 emitida por el Décimo 

Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito2, de rubro y 

texto:

“LEGITIMACIÓN ACTIVA EN LA CAUSA. ES UNA 
CONDICIÓN NECESARIA PARA LA PROCEDENCIA DE LA 
ACCIÓN Y SÓLO PUEDE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL 
JUZGADOR AL MOMENTO DE DICTAR SENTENCIA. La 
legitimación activa en la causa no es un presupuesto procesal sino 
una condición para obtener sentencia favorable, esto es, se trata de 
una condición necesaria para la procedencia de la acción, y consiste 
en la identidad del actor con la persona a cuyo favor está la ley, por 
lo que el actor estará legitimado en la causa cuando ejercita un 
derecho que realmente le corresponde, de tal manera que la 
legitimación ad causam atañe al fondo de la cuestión litigiosa y, por 
ende, es evidente que sólo puede analizarse de oficio por el 
juzgador en el momento en que se pronuncie la sentencia definitiva 
y no antes.”

Al respecto, cabe señalar que, el veintisiete de febrero de dos mil 
veintitrés,  ******* ******* *********, en su calidad de presidente del 

Consejo de Administración de  **** *********** *********  ******** 

*******, en su calidad de sociedad y ******** ****** ***, en su calidad 

de socio, celebraron un convenio de obligaciones societarias, mismo que 
fue protocolizado ante la fe del notario público número dos del Estado 
de Tabasco, con residencia en Cunduacán.

Lo expresado evidencia que la parte actora en este juicio es titular de 

los derechos del convenio de obligaciones societarias reclamado; por lo cual 

conforme a lo establecido en el artículo 1057 de la legislación mercantil, es 

patente que tiene legitimación activa en la causa, para demandar el pago de 

las prestaciones reclamadas en el plazo convenido que se otorgó a favor del 

demandado.

Por otro lado, del convenio de obligaciones societarias base de la 

acción, se advierte que el demandado  ******** ****** ***, ostenta el 

2 Localizable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXVII, abril de 2008, 
página 2066, con número de registro 169857.
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carácter de socio en el convenio bilateral; por tanto, tiene legitimación pasiva 

en el presente asunto para responder por el cumplimiento de las obligaciones 

consignadas en aquél.

Aunado a que no existió controversia respecto de la legitimación de 

las partes dentro del presente juicio.

TERCERO. Procedencia de la vía. La vía elegida por la parte actora 

es correcta; sin embargo, por ser una cuestión de orden público, se analiza 

de manera oficiosa.

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 25/2005, emitida por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación3.

De las constancias procesales que integran el juicio en que se 
actúa, las cuales merecen valor probatorio pleno en términos del 
artículo 1294 del Código de Comercio4 aplicado supletoriamente 
conforme al diverso 1390 Bis 85, se desprende que la parte actora al 
instar la acción jurisdiccional eligió la vía oral mercantil, debido a la 
naturaleza de las prestaciones reclamadas.

Por tanto, conforme a lo dispuesto en los citados numerales 
10556 y 1390 Bis7 del Código de Comercio, los juicios mercantiles son, 
entre otros, orales, que no tengan tramitación especial sin limitación de 
cuantía en la suerte principal.

La vía oral mercantil, es procedente con fundamento en lo dispuesto 

por dispuesto en los artículos 75, fracción III y 1049, ambos del Código de 

Comercio, puesto que la controversia que aquí se ventila entraña actos 

derivados de operaciones mercantiles, toda vez que se reclama el 

cumplimiento de un convenio de obligaciones societarias, celebrado por 

las partes del presente juicio, en tanto que por disposición de los numerales 

3 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXI, Abril de 2005, Novena Época, Materia Común, 
página 576, registro 178665, que dice: PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE 
DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA. 

4 Art. 1,294. Las actuaciones judiciales harán prueba plena.
5 Art. 1,390 Bis 8. En todo lo no previsto regirán las reglas generales de este Código, en cuanto no se 

opongan a las disposiciones del presente Título.

6 Artículo 1055.- Los juicios mercantiles, son ordinarios, orales, ejecutivos o los especiales que se encuentren 
regulados por cualquier ley de índole comercial. Todos los juicios mercantiles con excepción de los orales que 
tienen señaladas reglas especiales, se sujetarán a lo siguiente:

(…)
7 Artículo 1390 Bis.- Se tramitarán en este juicio todas las contiendas mercantiles sin limitación de cuantía.
Contra las resoluciones pronunciadas en el juicio oral mercantil no procederá recurso ordinario alguno.

No obstante, las partes podrán solicitar al juez, de manera verbal en las audiencias, que subsane las omisiones o 
irregularidades que se llegasen a presentar en la substanciación del juicio oral, para el sólo efecto de regularizar el 
procedimiento.
Asimismo, el juez podrá ordenar que se subsane toda omisión que notare en la substanciación, para el solo efecto 
de regularizar el procedimiento.
Si las partes estimaren que la sentencia definitiva contiene omisiones, cláusulas o palabras contradictorias, 
ambiguas u oscuras, las partes podrán solicitar de manera verbal dentro de la audiencia en que se dicte, la 
aclaración o adición a la resolución, sin que con ello se pueda variar la substancia de la resolución. Contra tal 
determinación no procederá recurso ordinario alguno.
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1055 y 1390 Bis de la propia legislación, los juicios mercantiles son, entre 

otros, orales, en los que se tramitarán todas las contiendas sin limitación de 

cuantía, y no existe una vía especial para este tipo de juicios, además de que 

se demanda como acción principal el incumplimiento de obligaciones 
pendientes de pago, estipuladas en el convenio de obligaciones 
societarias y demás prestaciones accesorias que derivan del contrato base 

de la acción.

CUARTO. Fijación de litis. Del análisis efectuado a la demanda se 

advierte que la materia de la litis en el presente asunto se constriñe a 

determinar si resultan procedentes las prestaciones de las obligaciones 
pendientes de pago, estipuladas en el convenio de obligaciones 
societarias celebrado entre las partes el veintisiete de febrero de dos mil 
veintitrés, mismo que fue protocolizado ante la fe del notario público 
número dos del Estado de Tabasco, con residencia en Cunduacán; en 

donde se reclama como prestación la cantidad de $********** (*********** 

******** *** ***** cero centavos moneda nacional), por concepto de treinta 

y dos pagos semanales dominicales de $20,000.00 (veinte mil pesos cero 

centavos moneda nacional), cada uno, en términos de las cláusulas 
segunda y tercera; y  *********** (********** ***** *** ***********  pesos 

cero centavos moneda nacional) por concepto de cuotas diarias que no 

fueron pagados por el demandado en el periodo del once de septiembre de 

dos mil veintitrés al veintitrés de febrero de dos mil veinticinco, en términos 

de la cláusula sexta del convenio base de la acción; por el supuesto 

incumplimiento de la parte demandada a las obligaciones de pago en las 

fechas estipuladas; así como los intereses moratorios, gastos y costas 

procesales; o, en su defecto; si en la especie lo que procede es absolverlo 

del pago de las referidas prestaciones por no acreditar la actora los hechos 

constitutivos de su acción.

De esta manera quedó planteada la litis en esta instancia.

SEXTO. Estudio del fondo de análisis de la acción.

En términos de lo previsto en el artículo 13278 del Código de 

Comercio, se procede al estudio de la acción intentada, ya que el régimen 

procesal general, sancionado por la legislación, establece principios básicos 

en el sentido de que la parte actora debe probar su acción y el demandado 

sus excepciones, en donde si el primero no lo hace el segundo debe ser 

absuelto; de tal manera que el juzgador debe estudiar, ante todo, si la acción 

8 Artículo 1327.- La sentencia se ocupará exclusivamente de las acciones deducidas y de las excepciones 
opuestas respectivamente en la demanda y en la contestación.
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está probada y hasta después de haberse decidido ese punto en sentido 

afirmativo, es cuando se procederá al examen de las excepciones y defensas 

opuestas con el objeto de combatir esa acción, en aplicación de lo 

establecido en el diverso numeral 11949 de la legislación en estudio. 

De ahí que, se proceda al estudio de la acción hecha valer por la parte 

actora, para lo cual tomando en cuenta que la accionante reclama en su 

demanda la declaración judicial de incumplimiento de la obligación de pago 

derivado del convenio base de la acción y, como consecuencia de ello, el 

pago de las prestaciones reclamadas, de intereses moratorios, así como el 

pago de los gastos y costas procesales, que se originen con motivo de la 

tramitación del presente juicio.

Sirve de apoyo, la tesis sustentada por la entonces, Tercera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto:

“ACCIÓN EN MATERIA MERCANTIL, ESTUDIO OFICIO 
DE LA. El estudio de si el actor ha probado o no su acción, por más 
oficiosamente que se haga, lejos de implicar una violación a la Ley, 
implica el acatamiento de la misma, dado que el artículo 1194 del 
Código de Comercio dice que el actor está obligado a probar su 
acción y el artículo 1326 del mismo ordenamiento dispone que 
cuando el actor no probare su acción será absuelto el demandado; 
de donde se infiere que es obligación del juzgador examinar si se ha 
probado o no la acción, independientemente de que haya o no 
alegación de la contraparte a ese respecto, máxime que la 
exposición de los hechos está a cargo de las partes, en tanto que la 
aplicación del derecho corresponde al juzgador.”

En el caso, se trae a contexto que la parte actora, por conducto de su 

presidente del consejo de administración, expuso como hechos fundatorios 

de su acción, tal como se aprecia en las siguientes imágenes:

9 Artículo 1194.- El que afirma está obligado a probar. En consecuencia, el actor debe probar su acción y el reo sus 
excepciones.
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Ahora, cabe señalar que, respecto de tales hechos, la parte 

demandada al realizar la contestación manifestó lo siguiente:

“I.- Dando contestación al punto número UNO del capítulo 
de hechos, invocado por el hoy actor, y del cual contesto por 
esta vía, efectivamente resulta ser el PRESIDENTE DEL 
CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN DE LA PERSONA MORAL 
DENOMINADA AUTOTRANSPORTE LIBERTAD S.A., más sin 
embargo, como presidente no gestiona nada y repercute al 
suscrito como socio, estamos en fechas de renovar la 
concesión, pues se renueva cada cinco años, y no ha hecho 
nada sobre el particular, y está próximo a vencerse.

II.- Dando contestación al punto número DOS del capítulo 
de hechos, invocado por el hoy actor, efectivamente firmamos 
un Convenio Notarial Celebrado entre ambas partes, y que el 
suscrito ha cumplido fielmente no adeudándole ni un peso al 
hoy demandante, es más, dicho convenio tiene sus excepciones 
respecto a las cuotas diarias qué vehículo paga cuota y el 
vehículo que no paga cuota, transcribiendo en estos momentos 
él “Excluyente”.- El socio no estará obligado a pagar la cuota 
diaria del vehículo que sufra alguna de las causales siguientes:

a) Falla mecánica, hasta por veinte días;
b) Hojalatería y pintura ordenada por la autoridad, hasta por diez 

días;
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c) Detención y encierro por parte de alguna autoridad, hasta por 
veinte días; o

d) Robo; hasta por veinte días;
Lo que es evidente que la carga de la prueba le 

corresponde al hoy actor decirle a este H. Tribunal qué 
vehículos están trabajando, y cuáles no, sobre todo le recuerdo 
a mi contraparte que de las dieciocho combis del cual 
administro, cuatro de las que administro están en el retén y son 
los números económicos 11, 13, 26 y 19 tal y como lo 
demostraré tales datos con el informe de autoridad que se 
solicita a través de este H. Tribunal a la Secretaría de Movilidad 
(SEMOVI) de esta ciudad de Villahermosa, Tabasco, solicitando 
en el informe de autoridad si efectivamente en los archivos de 
esa dependencia se encuentran a su disposición retenidas las 
unidades con números económicos de la SOCIEDAD 
AUTOTRANSPORTE LIBERTAD S.A., y en caso de resultar 
cierto, deberá informar los motivos del cual están retenidas, y 
desde cuándo, y si hasta la presente fecha están retenidas, lo 
anterior, para demostrar la falsedad en la que se conduce mi 
contraparte, e incluso hasta en un delito penal estaría 
incurriendo cómo es el de fraude, pues está cobrando la cuota 
de cuatro unidades que están retenidas y al administrarse tal 
hipótesis se realizará una carpeta de investigación por tales 
hechos.

III.- Dando contestación al punto número TRES del 
capítulo de hechos, invocado por el hoy actor, y del cual 
contesto por esta vía, ES CIERTO con las salvedades 
anteriores.

IV.- Dando contestación al punto número CUATRO, del 
capítulo de hechos, invocado por el hoy actor, y del cual 
contesto por esta vía, es CIERTO, ES CIERTO con las 
salvedades anteriores.

V.- Dando contestación al punto número CINCO, del 
capítulo de hechos invocado por el hoy actor, y del cual contesto 
por esta vía es completamente FALSO.

VI.- Dando contestación al punto número seis, del 
capítulo de hechos invocado por el hoy actor, y del cual contesto 
por esta vía, es FALSO.

VII.- Dando contestación al punto número OCHO, del 
capítulo de hechos, invocado por el hoy actor, y del cual 
contesto por esta vía, es FALSO.

IX.- Dando contestación al punto número NUEVE, del 
capítulo de hechos, invocado por el hoy actor, y del cual 
contesto por esta vía, es FALSO.”
Ahora, a fin de que, la parte actora obtenga condena favorable a sus 

intereses, y con el objeto de cumplir con la carga procesal que le impone el 

artículo 1194, del Código de Comercio, en el sentido que la actora deberá 

probar los hechos constitutivos de su acción, es menester que acredita los 

siguientes elementos:

1. La existencia de la relación contractual entre las partes.

2. La exigibilidad de la obligación de pago.

3. El incumplimiento de la parte demandada, por causas 
imputables a ésta.

Se considera acreditado el primer elemento de la acción, consistente 

Jhonny O
rdoñez Silva

706a6620636a66320000000000000000000007a3
15/05/26 17:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUZGADO PRIMERO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL
EN EL ESTADO DE TABASCO.

JUICIO ORAL MERCANTIL 3256/2025-II-A

41



en la existencia de la relación contractual entre las partes, toda vez que, así 

se advierte de la lectura integral de demanda y contestaciones a la misma, ya 

que ambas partes, en esencia, reconocen la existencia del convenio de 
obligaciones societarias celebrado entre las partes, el veintisiete de 
febrero de dos mil veintitrés, misma que fue protocolizada ante la fe del 
notario público número dos del Estado de Tabasco, con residencia en 
Cunduacán.

Además, la parte demandada no suscitó explícitamente controversia, 

de conformidad con el artículo 329 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, de aplicación supletoria al Código de Comercio; esto es, no 

controvirtieron la existencia de la relación contractual entre las partes: actora 

y demandada; incluso esta última reconoció la existencia del convenio de 

obligaciones societarias al contestar la demanda instaurada en su contra.

Más aún, obra la documental consistente en el convenio de 
obligaciones societarias, misma que fue protocolizada ante la fe del 
Notario Público Número Dos del Estado de Tabasco, con residencia en 
Cunduacán, celebrado el veintisiete de febrero de dos mil veintitrés, por 

******* ******* *********, presidente del Consejo de Administración de 

**** *********** ********* ******** *******, en su calidad de sociedad 

y ******** ****** ***, en su calidad de socio. 

Documental pública a la que se le concede valor probatorio en 

términos de lo dispuesto en los artículos 1237, 1292 y 1293, del Código de 

Comercio, ya que no fueron objetadas por la parte demandada, y con las que 

con el que se justifica la relación contractual que existe entre las partes.

Sirve de apoyo, la tesis10, del rubro y texto siguiente:

“ACTAS NOTARIALES. SU EFICACIA PROBATORIA 
CUANDO COLISIONA CON OTRAS PRUEBAS QUE OBREN 
EN EL JUICIO. La eficacia privilegiada de que están investidas 
las actas notariales no se refiere a todo su contenido, sino 
propiamente a la fecha y lugar, identidad del notario y de las 
personas que intervienen, y al estado de cosas que 
documenten, es decir, al hecho de que determinadas personas 
efectuaron una declaración ante la presencia del notario, sin que 
ello implique que la fe pública cubra la veracidad intrínseca de la 
declaración, por lo que el estado de cosas de que se da fe se 
limita a aquello que el fedatario público ve y oye o percibe por 
los sentidos, sin que alcance la veracidad intrínseca de lo 
restante, por lo que cabe prueba en contrario respecto de todo 
aquel contenido al que no se extiende la fe pública notarial. Así, 
para atribuir valor a las actas notariales (prueba documental 
pública cuyo valor se encuentre tasado en la ley), cuando 
colisiona con otras pruebas que obren en el juicio respectivo, 

10 Registro digital: 2017858, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materia(s): Civil, Tesis: 1a. CXIV/2018 
(10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo I, página 832.
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debe distinguirse primero el ámbito de prueba tasada del 
documento público (hecho ocurrido o estado de cosas narrado, 
fecha e identidad de quienes intervienen) y, posteriormente, 
todo aquello que queda fuera del indicado ámbito de prueba 
tasada (veracidad de lo que se narró ante la presencia del 
fedatario), pues estos últimos aspectos pueden desvirtuarse 
mediante la valoración de una prueba en contrario.”

En las condiciones apuntadas, quedó debidamente demostrado en 

autos el primer elemento de la acción intentada.

Por otro lado, respecto al segundo elemento de la acción, relativo a la 

exigibilidad de la obligación de pago, cabe precisar que, éste consiste en que 

su pago no puede rehusarse conforme a derecho, por haber transcurrido el 

tiempo en que se debió satisfacer.

En la cláusula segunda del acuerdo de voluntades, se advierte que la 

parte demandada, reconoce el adeudo con la sociedad, hoy parte actora, por 

concepto de cuotas y contribuciones pendientes de pago por la cantidad de 

$************ (** ****** ********** *** ***** **** ******** ****** 

********); en la cláusula tercera, se obligó a pagar incondicionalmente a la 

sociedad la cantidad reconocida en la cláusula segunda, de la siguiente 

forma: un primer pago de $********** (*********** *** ***** **** ******** 

****** ******** ), sesenta pagos semanales sucesivos de $********* 

(****** *** ***** **** ******** ****** ********), pagaderos los días 

domingo de cada semana, debiendo hacerse el primer pago semanal el cinco 

de marzo de dos mil veintitrés, y así sucesiva e ininterrumpidamente cada 

domingo hasta concluir los sesenta pagos; y en la cláusula sexta, el socio, 

aquí demandado, se obligó a pagar como cuota diaria la cantidad de $***** 

(******* ***** **** ******** ****** ********), diarios por cada uno de los 

dieciocho vehículos asociados a los números económicos referidos en el 

apartado de declaraciones; esto es, un total de $******** ( *** ************* 

******** ***** **** ******** ****** ******** ) diarios; por lo que, resulta 

inconcuso que a la fecha de presentación de la demanda (once de abril de 

dos mil veinticinco), ya era exigible su pago; ello, con independencia de que, 

el demandado pruebe la causa justa de su incumplimiento o el cumplimiento 

mismo de esa obligación, como será analizado más adelante.

Para acreditar su acción, el actor ofreció y le fue admitida, en lo que 

interesa, la documental pública consistente en copia certificada del primer 

testimonio de la escritura número cuatro mil seiscientos uno, volumen LXXI, 

de veintisiete de febrero de dos mil veintitrés, otorgada ante la fe del Notario 

Público Dos del Estado de Tabasco, con sede en Cunduacán, del convenio 

de obligaciones societarias, celebrado entre las partes (actora y demandada);

Documental que adquiere valor probatorio pleno, toda vez que no fue 
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impugnada de falsedad ni objetada en cuanto a su alcance y valor probatorio 

por la parte demandada, incluso reconoció su existencia al contestar la 

demanda instaurada en su contra.11

Así también, la documental privada, consistente en setenta y cuatro 

bitácoras semanales elaborado por el demandado, donde se hacen constar 

las cuotas diarias. Documental privada a la que se le concede valor 

probatorio en términos de lo dispuesto en los artículos 1238, 1241, 1296 y 

1298 del Código de Comercio, ya que no fueron objetadas por la parte 

demandada, y con las que con el que se justifica la relación comercial que 

existe entre las partes, y que la actora cumplió con la obligación a su cargo.

Sirve de apoyo, la tesis12, del rubro y texto siguiente:

“DOCUMENTOS PRIVADOS. SU VALOR EN MATERIA 
MERCANTIL CUANDO NO SON OBJETADOS EN CUANTO A SU 
AUTENTICIDAD. Aun cuando el artículo 1241 del Código de 
Comercio, conforme a su literalidad anterior a la reforma que sufrió 
por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y seis, establecía 
que: "Los documentos privados y la correspondencia procedentes de 
uno de los interesados que se presenten por el otro, se reconocerán 
por aquél para hacer fe.", tal disposición no debe interpretarse de 
manera aislada, en el sentido de que los documentos privados 
siempre deban ser reconocidos por sus firmantes para que tengan 
valor probatorio, sino que debe relacionarse con el diverso numeral 
1296 del propio ordenamiento, conforme al cual "Los documentos 
privados y la correspondencia procedentes de uno de los interesados, 
presentados en juicio por vía de prueba y no objetados por la parte 
contraria se tendrán por admitidos y surtirán sus efectos como si 
hubieren sido reconocidos expresamente. Puede exigirse el 
reconocimiento expreso si el que los presenta así lo pidiere; con este 
objeto se manifestarán los originales a quien debe reconocerlos y se 
le dejará ver todo el documento, no sólo la firma.". De donde se sigue 
que la objeción a que se refiere este último precepto, es en cuanto a 
la autenticidad del documento, es decir, que se impugne la firma de 
quien lo suscribe, puesto que ese aspecto es lo único que se puede 
lograr disipar con su reconocimiento; por tanto, cuando un documento 
de esa naturaleza no es objetado en ese sentido, lo cual haría 
necesario su reconocimiento, sino que su objeción se plantea 
únicamente respecto a su contenido y alcance probatorio, el mismo 
debe surtir sus efectos como si se hubiera reconocido expresamente, 
en términos del invocado artículo 1296, toda vez que lo relativo a su 
contenido debe desvirtuarse con otros medios de prueba, y respecto a 
su valor probatorio, sólo al juzgador corresponde determinarlo.”

Ahora, en este asunto, como el actor niega que el demandado haya 

cumplido con su obligación de pago, ello constituye un hecho negativo que, 

en términos del artículo 1195, del Código de Comercio, corresponde al 

enjuiciado demostrar que sí cumplió, en tiempo y forma, con el pago pactado, 

o bien, la causa justa de su incumplimiento.

Lo anterior, pues el pago o cumplimiento de las obligaciones 

11 Artículos 1237, 1238, 1241, 1292, 1296 y 1390 Bis 45 del Código de Comercio.
12 Registro digital: 191714, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época. Materia(s): Civil, Tesis: 
XI.2o.90 C, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XI, Junio de 2000, página 572.
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corresponde demostrarlo al obligado y no el incumplimiento a la parte 

actora.13

En ese sentido, por así haberse convenido expresamente en el 

convenio, la parte demandada tenía conocimiento de los términos en que se 

obligó, así como la forma en que debía realizar los pagos; por lo que también 

se encuentra demostrado el segundo elemento de la acción en estudio.

Por otra parte, respecto al tercero de los elementos de la acción, 

consistente en el incumplimiento de pago de la parte demandada, por 
causas imputables a ésta, la parte demandada manifestó que el 

incumplimiento no se debe a causa imputable a ella; incluso, aduce que a la 

fecha de la contestación de la demanda instaurado en su contra, ha cumplido 

cabal cumplimiento al convenio celebrado; por lo que, en ese sentido, debe 

probar sus excepciones y defensas, por disposición expresa del artículo 

1194, del Código de Comercio.

Sirve de apoyo, la tesis de la extinta Tercera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación14, que dice:

“CONTRATOS, INCUMPLIMIENTO DE LOS (CARGA DE LA 
PRUEBA). Al demandado corresponde acreditar, dentro del juicio, el 
cumplimiento de las obligaciones a su cargo y, por tanto, no haber 
dado causa de incumplimiento del contrato objeto del juicio, pues al 
actor no puede exigírsele la demostración de un hecho negativo, 
cuando en uno de esa clase se funda la acción”.

La parte demandada al contestar la demanda, en esencia aduce que, 

las prestaciones que se le reclama es improcedente, porque ha cumplido 

cabalmente con el convenio suscrito por las partes; incluso manifiesta que, 

respecto a las cuotas diarias en la cláusula octava del convenio materia de la 

litis, existen excluyentes entre ellos: a) falla mecánicas, hasta por veinte días; 

b) hojalatería y pintura, hasta por diez días; c) detención y encierro por parte 

de alguna autoridad, hasta por veinte días; y, d) robo, hasta por veinte días; y 

por esos motivos se deben excluir de las cuotas a los vehículos que no 

trabajen diario.

En el caso, de la documental consistente en el convenio de 
obligaciones societarias, celebrado el veintisiete de febrero de dos mil 
veintitrés, por  ******* ******* *********, presidente del Consejo de 

Administración de  **** *********** ********* ******** *******, en su 

calidad de sociedad y ******** ****** ***, en su calidad de socio, mismo 

que fue protocolizada ante la fe del notario público número dos del Estado de 

13 Tiene aplicación, la tesis con registro digital 203017, de rubro y texto: “PAGO O CUMPLIMIENTO, CARGA DE 
LA PRUEBA. El pago o cumplimiento de las obligaciones corresponde demostrarlo al obligado y no el 
incumplimiento al actor.” 12 Época: Quinta Época, Registro: 340607, Instancia: Tercera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo CXXII, Materia(s): Civil, Tesis: Página: 1697.
14 Época: Quinta Época, Registro: 340607, Instancia: Tercera Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación, Tomo CXXII, Materia(s): Civil, Tesis: Página: 1697
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Tabasco, con residencia en Cunduacán; en la cláusula primera15 estableció 

el objeto del convenio materia de litis, consistente en saldar obligaciones 

pendientes de pago; en la diversa segunda16, el socio reconoce su adeudo 

por concepto de cuotas y contribuciones pendientes de pago por la cantidad 

de $************ *** ****** ********** *** ***** **** ******** ****** 

********) con la sociedad aquí accionante; en la tercera17
, el socio aquí parte 

demandada, se obligó incondicionalmente a pagar a la sociedad la cantidad 

antes descrita en el domicilio ubicado en carretera Tulipán a Libertad sin 

número, ejido el Tular, en Cunduacán, Tabasco; directamente a  ******* 

******* *********, de la siguiente manera: el primer pago de $********** 

************ *** ***** **** ******** ****** *********, al momento de la 

firma del multicitado convenio; sesenta pagos semanales sucesivos de 

$********* ******* *** ***** **** ******** ****** *********  pagaderos los 

días domingo de cada semana, debiendo hacerse el primer pago el cinco de 

marzo de dos mil veintitrés, y así sucesiva e ininterrumpidamente cada 

domingo hasta concluir los sesenta pagos; en la cláusula cuarta18, la 

sociedad se obligó a extender un recibo por cada pago efectuado por el 

socio; en la quinta19, para el caso de incumplimiento se estipuló que la deuda 

vence anticipadamente y causará un interés moratorio de uno punto cinco 

por ciento mensual sobre saldos insolutos; en la diversa sexta20, denominada 

cuotas subsecuentes, el socio se obligó a pagar como cuota diaria la 

cantidad de $***** ******** ***** **** ******** ****** *********  diarios 

por cada uno de los dieciocho vehículos asociados a los números 

económicos referidos en el apartado de declaraciones; esto es, un total de 

$******** **** ************* ******** ***** **** ******** ****** ********* 

diarios; y en la cláusula séptima21, se estableció que, en caso, que el socio 

incumpla con la cláusula que antecede (sexta) causará un interés moratorio 

15 PRIMERA. Objeto. En virtud de este convenio las partes convienen en saldar obligaciones pendientes de pago y 
reglamentar obligaciones futuras relacionadas con el desarrollo y ejecución del objeto social de LA SOCIEDAD.
16 SEGUNDA. Cuotas y contribuciones pendientes.- EL SOCIO reconoce adeudar LA SOCIEDAD por concepto de 
cuotas y contribuciones pendientes de pago la cantidad de $1'500,000.00 (un millón quinientos mil pesos, moneda 
nacional).
17 TERCERA. Forma de pago. EL SOCIO se obliga a pagar incondicionalmente a LA SOCIEDAD la cantidad 
reconocida en la cláusula que antecede, en dinero en efectivo, en el domicilio ubicado en carretera Tulipán a 
Libertad sin número, Ejido Tular, Cunduacán, Tabasco, directamente al señor GUSTAVO ESTRADA HERNÁNDEZ, 
de conformidad con las lechas siguientes: 
a) Un primer pago de $300,000.00 (trescientos mil pesos, moneda nacional) al momento de la firma de este 
instrumento, y 
b) Sesenta pagos semanales sucesivos de $20,000.00 (veinte mil pesos, moneda nacional), pegaderos los días 
domingo de cada semana, debiendo hacerse el primer pago semanal el domingo cinco de marzo de dos mil 
veintitrés, y así sucesiva ininterrumpidamente cada domingo hasta concluir con los sesenta pagos.
18 CUARTA- Recibo de pago. LA SOCIEDAD se obliga a extender un recibo por cada pago efectuado por EL 
SOCIO. Para seguridad de ambas partes el recibo podrá hacer referencia al número de póliza, escritura o 
instrumento con que se formalice este convenio, y deberá contener la fecha, nombre y firma del receptor.
19 QUINTA. Incumplimiento. Para el caso que EL SOCIO incumpla con lo dispuesto en la cláusula que antecede las 
partes convienen en que la totalidad de la deuda venza anticipadamente, causando un interés moratorio del 1.5% 
(uno punto cinco por ciento) mensual sobre saldos insolutos.
20 SEXTA. Cuotas subsecuentes. En lo sucesivo EL SOCIO se obliga a pagar como cuota diaria la cantidad de 
$80.00 (ochenta pesos, moneda nacional) diarios para cada uno de los dieciocho vehículos asociados a los 
números económicos referidos en el apartado de declaraciones, esto es, un total de $1,440.00 (ml cuatrocientos 
cuarenta pesos, moneda nacional) diarios.
21 SEPTIMA Mora. Para el caso que EL SOCIO incumpla con lo dispuesto en la cláusula que antecede las partes 
convienen en que se causará un interés moratorio del 1.5% (uno punto cinco por ciento) mensual sobre saldos 
insolutos.
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del uno punto cinco por ciento mensual sobre saldos insolutos; en ese 

sentido la parte demandada únicamente reiteró que ha cumplido cabalmente 

con el convenio materia de la Litis, sin allegar medio probatorio que acredite 

su dicho.

En otras palabras, en el acuerdo de voluntades, la parte demandada 

en la cláusula segunda, reconoce el adeudo con la sociedad hoy parte 

actora por concepto de cuotas y contribuciones pendientes de pago por la 

cantidad de $************ *** ****** ********** *** ***** **** ******** 

****** ********* ; en la cláusula tercera, se obligó a pagar 

incondicionalmente a la sociedad la cantidad reconocida en la cláusula 

segunda, de la siguiente forma: un primer pago de $********** ************ 

*** ***** **** 
******** ****** 
*********, sesenta pagos semanales sucesivos de $********* ******* *** ***** **** ******** ****** ********* , 

pagaderos los días domingo de cada semana, debiendo hacerse el primer 

pago semanal el cinco de marzo de dos mil veintitrés, y así sucesiva e 

ininterrumpidamente cada domingo hasta concluir los sesenta pagos; y en la 

sexta, el socio, aquí demandado, se obligó a pagar como cuota diaria la 

cantidad de $***** ******** ***** **** ******** ****** ********* , diarios 

por cada uno de los dieciocho vehículos asociados a los números 

económicos referidos en el apartado de declaraciones; estos es, un total de 

$******** *** *** ************* ******** ***** **** ******** ****** 

********* diarios; por lo que, resulta inconcuso que a la fecha de 

presentación de la demanda (once de abril de dos mil veinticinco), ya era 

exigible su pago; y la parte demandada aduce que ha cumplido cabalmente 

con dicho convenio, sin allegar pruebas fehacientes que acrediten haber 

cumplido con su obligación de pago que se le reclama, y la pruebas que 

ofreció y que le fue admitida (informe de autoridad), no demuestra haber 

dado cumplimiento al citado convenio.
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Materia Civil del Primer Circuito22, que establece lo siguiente:

“PRUEBA PRESUNCIONAL. SU IMPORTANCIA EN 
MATERIA MERCANTIL. Por el dinamismo que opera en las 
actividades mercantiles, en donde se realizan multiplicidad de 
operaciones que en ocasiones no se ajustan a procedimientos 
comerciales estrictos, pero que son cumplidos por el 
comerciante y por quienes contratan con ellos, revisten singular 
importancia las presunciones, que son consecuencias 
conjeturales que la ley o el juzgador construyen a partir de un 
hecho o hechos conocidos para acceder a otros desconocidos. 
Por ello, resultan imprescindibles las amplias facultades con las 
que el Código de Comercio ha dotado al juzgador en el artículo 
1306, en relación con los numerales 1283 al 1286, para resolver 
los negocios judiciales sometidos a su potestad; lo que al mismo 
tiempo pone de relieve la gran responsabilidad que tiene a su 
cargo para decidir con sentido de justicia, y más aún con 
equidad, por ser ésta la justicia de cada asunto en concreto, 
según las circunstancias, condiciones y eventualidades 
particulares, evidenciadas en los hechos controvertidos y 
justificados con los correspondientes medios de convicción, 
después de que ha realizado una ponderación prudente, 
ajustada al sentido común, así como al raciocinio lógico y a su 
experiencia, sin olvidar el buen criterio y la buena fe que deben 
acompañar a todo juzgador.” En razón de lo expuesto, debe 
tenerse por cierto lo manifestado por la actora y, por ende, por 
acreditado el incumplimiento parcial de las obligaciones 
contraídas por los enjuiciados en el contrato fundatorio de la 
acción”.

En tales condiciones, si en las convenciones mercantiles cada parte se 

obliga en la manera y términos en que aparezca que quiso obligarse, atento 

a lo establecido por el artículo 78 de la legislación mercantil23, que no es otra 

cosa más que el principio pacta sunt servanda reconocido por la ley de la 

materia, no existe duda de que las partes, deberán soportar las 

consecuencias que, el incumplimiento de sus obligaciones le ocasionen.

En consecuencia, al haberse demostrado la acción de la parte actora, 

y lo infundado de sus genéricas defensas de la parte demandada, se 

considera satisfecho o acreditado el tercero de los elementos de la 
acción.

SÉPTIMO. Condena.

A) Pagos semanales dominicales (inciso “A” del capítulo de 
prestaciones)

Expuesto lo anterior y toda vez que, en la especie quedaron 

acreditados los elementos de la acción ejercida por la actora, se declara 

procedente el presente juicio oral mercantil promovido contra  ******** 

22 Publicada en la página 2065 del tomo XXIV, agosto de 2006, Novena Época del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta.
23 Artículo 78. En las convenciones mercantiles cada uno se obliga en la manera y términos que aparezca que 
quiso obligarse, sin que la validez del acto comercial dependa de la observancia de formalidades o requisitos 
determinados.
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****** ***.

En esas condiciones, se condena al demandado al pago de 

$********** (*********** ******** *** ***** ****** ****** ******** ) por 

concepto de treinta y dos pagos semanales dominicales de $********* 

(****** *** *****  00/100 moneda nacional), cada uno, que no han sido 

pagados por el demandado en términos de las cláusulas segunda y tercera 

del convenio base de la acción; de conformidad con la siguiente tabla: 

No. de pago Fecha en que se debió pagar Cantidad no pagada

29 de 60 17/09/2023 $20,000.00

30 de 60 24/09/2023 $20,000.00

31 de 60 01/10/2023 $20,000.00

32 de 60 08/10/2023 $20,000.00

33 de 60 15/10/2023 $20,000.00

34 de 60 22/10/2023 $20,000.00

35 de 60 29/10/2023 $20,000.00

36 de 60 05/11/2023 $20,000.00

37 de 60 12/11/2023 $20,000.00

38 de 60 19/11/2023 $20,000.00

39 de 60 26/11/2023 $20,000.00

40 de 60 03/12/2023 $20,000.00

41 de 60 10/12/2023 $20,000.00

42 de 60 17/12/2023 $20,000.00

43 de 60 24/12/2023 $20,000.00

44 de 60 31/12/2023 $20,000.00

45 de 60 07/01/2024 $20,000.00

46 de 60 14/01/2024 $20,000.00

47 de 60 21/01/2024 $20,000.00

48 de 60 28/01/2024 $20,000.00

49 de 60 04/02/2024 $20,000.00

50 de 60 11/02/2024 $20,000.00

51 de 60 18/02/2024 $20,000.00

52 de 60 25/02/2024 $20,000.00

53 de 60 03/03/2024 $20,000.00

54 de 60 10/03/2024 $20,000.00

55 de 60 17/03/2024 $20,000.00

56 de 60 24/03/2024 $20,000.00

57 de 60 31/03/2024 $20,000.00

58 de 60 07/04/2024 $20,000.00

59 de 60 14/04/2024 $20,000.00

60 de 60 21/04/2024 $20,000.00

Total: $640,000.00
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De lo anterior, se advierte, que la parte demandada, tenía la obligación 

de realizar treinta y dos pagos semanales dominicales, a partir del diecisiete 
de septiembre de dos mil veintitrés al veintiuno de abril de dos mil 
veinticuatro; sin embargo, no realizó ningún solo pago de los treinta y dos 

exigibles a la fecha de la presentación de la demanda (once de abril de dos 

mil veinticinco), de un total de sesenta pagos a los que se obligó en el 

convenio de voluntades; por lo tanto, de una simple operación aritmética, se 

obtiene que de los treinta y dos pagos que no ha realizado la parte 

demandada a razón de $********* (****** *** *****  00/100 moneda 

nacional), cada uno, se obtiene la cantidad de $********** (*********** 

******** *** ***** ****** ****** ******** ) por concepto de treinta y dos 
pagos semanales dominicales, reclamadas en el inciso A) de las 
prestaciones de la demanda.

Dejando a salvo los derechos de la parte actora respecto de 
aquellas amortizaciones semanales dominicales que se venzan, 
posteriores al diez de septiembre de dos mil veintitrés; respecto de los 
sesenta pagos a los que se obligó la parte demandada.

B) Pagos de Cuotas Diarias (inciso “C” de las prestaciones).

Así también, se condena al pago de la cantidad de $********** 

(********** ***** *** *********** ***** ****** ****** ********), por así 

haberlo reclamado la parte actora, por concepto de cuotas diarias que no 

fueron pagadas por el demandado en el periodo de once de septiembre de 

dos mil veintitrés al veintitrés de febrero de dos mil veinticinco, en términos 

de la cláusula sexta del convenio base de la acción, tal como se describe en 

la siguiente tabla:

Semana Periodo Cuota 
diaria

18 
vehículos

Suma de 
cuota 
diaria

Cuota 
semanal

Cuota 
pagada

Cuota no 
pagada

1 Del 11 al 

17 de 

septiembre 

de 2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,120.00 $6,960.00

2 Del 18 al 

24 de 

septiembre 

de 2023 

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,040.00 $7,040.00

3 Del 25 de 

septiembre 

al 01 de 

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,960.00 $7,120.00
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octubre de 

2023

4 Del 02 al 

08 de 

octubre de 

2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,280.00 $6,800.00

5 Del 09 al 

15 de 

octubre de 

2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,120.00 $6,960.00

6 Del 16 al 

22 de 

octubre de 

2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,120.00 $6,960.00

7 Del 23 al 

29 de 

octubre de 

2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,880.00 $7,200.00

8 Del 30 de 

octubre al 

05 de 

noviembre 

de 2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,880.00 $7,200.00

9 Del 6 al 12 

de 

noviembre 

de 2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,960.00 $7,120.00

10 Del 13 al 

19 de 

noviembre 

de 2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,040.00 $7,040.00

11 Del 20 al 

26 de 

noviembre 

de 2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,800.00 $7,280.00

12 Del 27 de 

noviembre 

al 03 de 

diciembre 

de 2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,720.00 $7,360.00

13 Del 04 al 

10 de 

diciembre 

de 2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,960.00 $7,120.00

Jhonny O
rdoñez Silva

706a6620636a66320000000000000000000007a3
15/05/26 17:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUZGADO PRIMERO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL
EN EL ESTADO DE TABASCO.

JUICIO ORAL MERCANTIL 3256/2025-II-A

51



14 Del 11 al 

17 de 

diciembre 

de 2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,360.00 $6,720.00

15 Del 18 al 

24 de 

diciembre 

de 2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,440.00 $6,640.00

16 Del 25 al 

31 de 

diciembre 

de 2023

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,800.00 $7,280.00

17 Del 1 al 7 

de enero 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,240.00 $7,840.00

18 Del 8 al 14 

de enero 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,960.00 $7,120.00

19 Del 15 al 

21 de 

enero de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,800.00 $7,280.00

20 Del 22 al 

28 de 

enero de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,800.00 $7,280.00

21 Del 29 de 

enero al 

04 de 

febrero de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,880.00 $7,200.00

22 Del 5 al 11 

de febrero 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,720.00 $7,360.00

23 Del 12 al 

18 de 

febrero de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,800.00 $7,280.00

24 Del 19 al 

25 de 

febrero de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,960.00 $7,120.00

25 Del 26 de $80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,800.00 $7,280.00
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febrero al 

03 de 

marzo de 

2024

26 Del 4 al 10 

de marzo 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,640.00 $7,440.00

27 Del 11 al 

17 de 

marzo de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,120.00 $6,960.00

28 Del 18 al 

24 de 

marzo de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,040.00 $7,040.00

29 Del 25 al 

31 de 

marzo de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,320.00 $7,760.00

30 Del 1 al 7 

de abril de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,520.00 $6,560.00

31 Del 8 al 14 

de abril de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $2,960.00 $7,120.00

32 Del 15 al 

21 de abril 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,360.00 $6,720.00

33 Del 22 al 

28 de abril 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,920.00 $6,160.00

34 Del 29 de 

abril al 5 

de mayo 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,680.00 $6,400.00

35 Del 6 al 12 

de mayo 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,680.00 $6,400.00

36 Del 13 al 

18 de 

mayo de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,440.00 $6,640.00

37 Del 20 al 

26 de 

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,600.00 $6,480.00
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mayo de 

2024

38 Del 27 de 

mayo al 02 

de junio de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,760.00 $6,320.00

39 Del 03 al 

09 de junio 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,760.00 $6,320.00

40 Del 10 al 

16 de junio 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,280.00 $6,800.00

41 Del 17 al 

23 de junio 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,440.00 $6,640.00

42 Del 24 al 

30 de junio 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,340.00 $6,640.00

43 Del 1 al 7 

de julio de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,440.00 $6,640.00

44 Del 8 al 14 

de julio de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,680.00 $6,400.00

45 Del 15 al 

21 de julio 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,600.00 $6,480.00

46 Del 22 al 

28 de julio 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,520.00 $6,560.00

47 Del 29 de 

julio al 4 

de agosto 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,600.00 $6,480.00

48 Del 5 al 11 

de agosto 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,600.00 $6,480.00

49 Del 12 al 

18 de 

agosto de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,680.00 $6,400.00

50 Del 19 al 

25 de 

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,840.00 $6,240.00
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agosto de 

2024

51 Del 26 de 

agosto al 1 

de 

septiembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,080.00 $6,000.00

52 Del 2 al 8 

de 

septiembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,240.00 $5,840.00

53 Del 9 al 15 

de 

septiembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,160.00 $5,920.00

54 Del 16 al 

22 de 

septiembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,080.00 $6,000.00

55 Del 23 al 

29 de 

septiembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,840.00 $6,240.00

56 Del 30 de 

septiembre 

al 6 de 

octubre de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,920.00 $6,160.00

57 Del 7 al 13 

de octubre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,080.00 $6,000.00

58 Del 14 al 

20 de 

octubre de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,160.00 $5,920.00

59 Del 21 al 

27 de 

octubre de 

2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,160.00 $5,920.00

60 Del 28 de 

octubre al 

3 de 

noviembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,160.00 $5,920.00
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61 Del 4 al 10 

de 

noviembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,800.00 $5,280.00

62 Del 11 al 

17 de 

noviembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,800.00 $5,280.00

63 Del 18 al 

24 de 

noviembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,320.00 $5,760.00

64 Del 25 de 

noviembre 

al 1 de 

diciembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,400.00 $5,680.00

65 Del 2 al 8 

de 

diciembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,080.00 $6,000.00

66 Del 9 al 15 

de 

diciembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,640.00 $5,440.00

67 Del 16 al 

22 de 

diciembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,800.00 $5,280.00

68 Del 23 al 

29 de 

diciembre 

de 2024

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,000.00 $6,080.00

69 Del 30 de 

diciembre 

de 2024 al 

5 de enero 

de 2025

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,760.00 $6,320.00

70 Del 6 al 12 

de enero 

de 2025

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $0.00 $10,080.00

71 Del 13 al 

19 de 

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $3,680.00 $6,400.00
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enero de 

2025

72 Del 20 al 

26 de 

enero de 

2025

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $0.00 $10,080.00

73 Del 27 de 

enero al 2 

de febrero 

de 2025

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,160.00 $5,920.00

74 Del 03 al 

09 de 

febrero de 

2025

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,240.00 $5,840.00

75 Del 10 al 

16 de 

febrero de 

2025

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,240.00 $5,840.00

76 Del 17 al 

23 de 

febrero de 

2025

$80.00 18.00 $1,440.00 $10,080.00 $4,320.00 $5,760.00

TOTALES $766,080.00 $260,380.00 $505,700.00

De la tabla anterior, se advierte que, la parte demandada, en la cláusula 

sexta, se obligó a realizar el pago por concepto de cuotas diarias a razón de 

$***** (******* ***** ****** ****** ******** ), por cada uno de los 

dieciocho vehículos asociados a los números económicos referidos en el 

apartado de declaraciones del multicitado convenio, a partir del once de 

septiembre de dos mil veintitrés al veintitrés de febrero de dos mil veinticinco; 

sin embargo, solo realizó pagos parciales tal como se aprecia, de las 

columnas denominadas “cuotas pagada” y “cuota no pagada”; es decir, que 

el total de las cuotas diarios por el periodo antes señalado, es de 

$********** (*********** ******* * **** *** ******* ***** ****** ****** 

********); y pagó parcialmente $********** (********** ******* *** 

*********** ******* ***** ****** ****** 
********); por lo tanto, de una simple operación aritmética, se obtiene que el importe de las cuotas diarias 

no pagadas por la parte demandada es de: $********** (********** ***** *** 

*********** ***** ****** ****** ******** ) por concepto de cuotas diarias 

reclamadas en el inciso C) de las prestaciones de la demanda.

No obstante a lo anterior, la parte actora reclama la cantidad de 

$********** (********** ***** *** *********** ***** ****** ****** 
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********) por concepto de cuotas diarias reclamadas en el inciso C) de las 

prestaciones de la demanda; de ahí que se condena al pago de la cantidad 

de $********** (********** ***** *** *********** ***** ****** ****** 

********), por así haberlo reclamado la parte actora, por concepto de cuotas 

diarias que no fueron pagadas por el demandado en el periodo de once de 

septiembre de dos mil veintitrés al veintitrés de febrero de dos mil veinticinco, 

en términos de la cláusula sexta del convenio base de la acción

Dejando a salvo los derechos de la parte actora respecto del pago 
de aquellas cuotas diarias que se venzan, posteriores al veintitrés de 
febrero de dos mil veinticinco.

OCTAVO. Intereses moratorios. 

La parte actora reclama en su escrito de demanda, el pago de intereses 

moratorios, en los siguientes términos:

“B. El pago de los intereses moratorios a razón del 1.5% mensual 
sobre saldos insolutos respecto de las amortizaciones semanales 
descritas en el inciso A que antecede, que se generen hasta el total 
pago de dichas prestaciones.

E. El pago de los intereses moratorios a razón del 1.5% mensual 
sobre saldos insolutos respecto de las cuotas diarias descritas en el 
inciso C de este apartado, que se generen hasta el total pago de 
dichas prestaciones”

Este Órgano Jurisdiccional analizará, de oficio, los intereses moratorios 

pactados por las partes actora y demandada, para establecer si los mismos 

son usurarios o si contrario a ello, no lo son, en observancia a las 

jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), emitidas por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicadas el 

veintisiete de junio de dos mil catorce, en el Semanario Judicial de la 

Federación, con el rubro y texto siguiente:

“PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA 
LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, 
PERMITE A LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES 
CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. 
INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN 
[ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y DE 
LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)]. Una nueva reflexión 
sobre el tema del interés usurario en la suscripción de un pagaré, 
conduce a esta Sala a apartarse de los criterios sostenidos en las tesis 
1a./J. 132/2012 (10a.), así como 1a. CCLXIV/2012 (10a.), en virtud de 
que en su elaboración se equiparó el interés usurario con el interés 
lesivo, lo que provocó que se estimara que los requisitos procesales y 
sustantivos que rigen para hacer valer la lesión como vicio del 
consentimiento, se aplicaran también para que pudiera operar la norma 
constitucional consistente en que la ley debe prohibir la usura como 
forma de explotación del hombre por el hombre; cuando esta última se 
encuentra inmersa en la gama de derechos humanos respecto de los 
cuales el artículo 1o. constitucional ordena que todas las autoridades, 
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en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar. Así, resulta que el artículo 21, apartado 
3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, prevé la 
usura como una forma de explotación del hombre por el hombre, como 
fenómeno contrario al derecho humano de propiedad, lo que se 
considera que ocurre cuando una persona obtiene en provecho propio 
y de modo abusivo sobre la propiedad de otra, un interés excesivo 
derivado de un préstamo; pero además, dispone que la ley debe 
prohibir la usura. Por lo anterior, esta Primera Sala estima que el 
artículo 174, párrafo segundo, de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito, que prevé que en el pagaré el rédito y los 
intereses que deban cubrirse se pactaran por las partes, y sólo ante la 
falta de tal pacto, operará el tipo legal, permite una interpretación 
conforme con la Constitución General y, por ende, ese contenido 
normativo debe interpretarse en el sentido de que la permisión de 
acordar intereses tiene como límite que una parte no obtenga en 
provecho propio y de modo abusivo sobre la propiedad de la otra, un 
interés excesivo derivado de un préstamo; destacando que la 
adecuación constitucional del precepto legal indicado, no sólo permite 
que los gobernados conserven la facultad de fijar los réditos e intereses 
que no sean usurarios al suscribir pagarés, sino que además, confiere 
al juzgador la facultad para que, al ocuparse de analizar la litis sobre el 
reclamo de intereses pactados en un pagaré y al determinar la condena 
conducente (en su caso), aplique de oficio el artículo 174 indicado 
acorde con el contenido constitucionalmente válido de ese precepto y a 
la luz de las condiciones particulares y elementos de convicción con 
que se cuente en cada caso, a fin de que el citado artículo no pueda 
servir de fundamento para dictar una condena al pago de intereses 
mediante la cual una parte obtenga en provecho propio y de modo 
abusivo sobre la propiedad de su contrario un interés excesivo derivado 
de un préstamo. Así, para el caso de que el interés pactado en el 
pagaré, genere convicción en el juzgador de que es notoriamente 
excesivo y usurario acorde con las circunstancias particulares del caso 
y las constancias de actuaciones, aquél debe proceder de oficio a 
inhibir esa condición usuraria apartándose del contenido del interés 
pactado, para fijar la condena respectiva sobre una tasa de interés 
reducida prudencialmente que no resulte excesiva, mediante la 
apreciación de oficio y de forma razonada y motivada de las mismas 
circunstancias particulares del caso y de las constancias de 
actuaciones que válidamente tenga a la vista el juzgador al momento 
de resolver.”

“PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA DE 
INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y 
OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA 
PUEDE, DE OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE. El párrafo 
segundo del citado precepto permite una interpretación conforme con la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al prever que 
en el pagaré el rédito y los intereses que deban cubrirse se pactarán 
por las partes, y sólo ante la falta de tal pacto, operará el tipo legal; 
pues ese contenido normativo debe interpretarse en el sentido de que 
la permisión de acordar intereses no es ilimitada, sino que tiene como 
límite que una parte no obtenga en provecho propio y de modo abusivo 
sobre la propiedad de la otra, un interés excesivo derivado de un 
préstamo. Así, el juzgador que resuelve la litis sobre el reclamo de 
intereses pactados en un pagaré, para determinar la condena 
conducente (en su caso), debe aplicar de oficio el referido artículo 174, 
acorde con el contenido constitucionalmente válido de ese precepto y a 
la luz de las condiciones particulares y los elementos de convicción con 
que se cuente en cada caso, para que dicho numeral no pueda servir 
de fundamento para dictar una condena al pago de intereses usurarios, 
por lo que si el juzgador adquiere convicción de oficio de que el pacto 
de intereses es notoriamente usurario acorde con las circunstancias 
particulares del caso y las constancias de actuaciones, entonces debe 
proceder, también de oficio, a inhibir esa condición usuraria 
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apartándose del contenido del interés pactado, para fijar la condena 
respectiva sobre una tasa de interés reducida prudencialmente para 
que no resulte excesiva, mediante la apreciación razonada, fundada y 
motivada, y con base en las circunstancias particulares del caso y de 
las constancias de actuaciones que válidamente tenga a la vista al 
momento de resolver. Ahora bien, cabe destacar que constituyen 
parámetros guía para evaluar objetivamente el carácter notoriamente 
excesivo de una tasa de interés -si de las constancias de actuaciones 
se aprecian los elementos de convicción respectivos- los siguientes: a) 
el tipo de relación existente entre las partes; b) la calidad de los sujetos 
que intervienen en la suscripción del pagaré y si la actividad del 
acreedor se encuentra regulada; c) el destino o finalidad del crédito; d) 
el monto del crédito; e) el plazo del crédito; f) la existencia de garantías 
para el pago del crédito; g) las tasas de interés de las instituciones 
bancarias para operaciones similares a las que se analizan, cuya 
apreciación únicamente constituye un parámetro de referencia; h) la 
variación del índice inflacionario nacional durante la vida real del 
adeudo; i) las condiciones del mercado; y, j) otras cuestiones que 
generen convicción en el juzgador. Lo anterior, sobre la base de que 
tales circunstancias puede apreciarlas el juzgador (solamente si de las 
constancias de actuaciones obra válidamente prueba de ellos) para 
aumentar o disminuir lo estricto de la calificación de una tasa como 
notoriamente excesiva; análisis que, además, debe complementarse 
con la evaluación del elemento subjetivo a partir de la apreciación 
sobre la existencia o no, de alguna situación de vulnerabilidad o 
desventaja del deudor en relación con el acreedor.”

Debe puntualizarse que la referida Primera Sala del Máximo Tribunal de 

Justicia de nuestro País, en la ejecutoria que dio origen a la jurisprudencia 

1a./J. 57/2016 (10a.), destacó lo siguiente:

» La evaluación de lo notoriamente excesivo de la tasa de interés, debe 

orientarse entre otros parámetros, en las tasas de interés bancarias para 

operaciones similares, a efecto de que sirvan de referencia.

» Aun cuando las tasas de interés bancarias son un buen referente, 

fijarlas como un parámetro único, impediría al juzgador que analizara las 

infinitas particularidades de los casos que se presenten.

» La remisión a las tasas bancarias que sirvan de referencia quedan 

reservadas para operarlas en el ejercicio del arbitrio judicial, pues es el 

juzgador quien, al elegir el referente financiero, queda constreñido a justificar 

su adecuación al caso, atento a la similitud que guardara con la naturaleza 

del crédito.

De igual forma, cabe precisar que en la referida ejecutoria, 

efectivamente, la mencionada Sala estimó que tratándose de asuntos en los 

que el documento base de la acción era un título de crédito, generaba 

certidumbre emplear como referente el costo anual total (CAT) que reportara 

el valor más alto, de entre los que publica el Banco de México o la Comisión 

Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 
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Financieros, para operaciones similares y correspondiente a la fecha más 

próxima a la suscripción del título de crédito respectivo, por tratarse de un 

referente financiero de naturaleza activa; es decir, que informa cuál es el 

costo de un crédito para los clientes o usuarios del crédito.

No obstante, el Alto Tribunal precisó que, a fin de tener los juzgadores 

elementos suficientes e idóneos para llegar a una conclusión, bajo su libre 
apreciación, podía estimar que en el caso concreto sometido a su 
jurisdicción debía aplicarse algún otro indicador financiero, dadas las 

circunstancias particulares, siempre que su decisión se encontrara 
debidamente fundada y motivada.

De los anteriores argumentos, surgió la jurisprudencia 1a./J. 57/2016 

(10a.), sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación24, de rubro y texto:

"USURA. EN LA EVALUACIÓN DE LO NOTORIAMENTE EXCESIVO 
DE LOS INTERESES ESTIPULADOS, EL COSTO ANUAL TOTAL (CAT) 
QUE REPORTE EL VALOR MÁS ALTO RESPECTO A OPERACIONES 
SIMILARES, ES UN REFERENTE FINANCIERO ADECUADO PARA SU 
ANÁLISIS, CUANDO EL DOCUMENTO BASE DE LA ACCIÓN ES UN 
TÍTULO DE CRÉDITO. Sin desconocer que la elección del referente bancario 
a cargo del órgano jurisdiccional es una cuestión cuya idoneidad dependerá 
de su adecuación o no a la similitud del caso, tratándose de asuntos en los 
que el documento base de la acción es un título de crédito, genera 
certidumbre emplear como referente el Costo Anual Total (CAT), que reporte 
el valor más alto para operaciones similares y corresponda a la fecha más 
próxima a la suscripción del título de crédito respectivo, por tratarse de un 
referente financiero de naturaleza activa que informa cuál es el costo de un 
crédito para los clientes o usuarios del crédito. Este referente, al ser un 
porcentaje anual que mide el costo de un financiamiento, permite efectuar 
comparaciones entre las diferentes ofertas de crédito al incorporar todos los 
costos y gastos inherentes del crédito, como son la tasa de interés, las 
comisiones, primas de seguros que el cliente deba pagar de conformidad con 
su contrato de crédito, excepto el impuesto al valor agregado aplicable, 
además de otros elementos como la garantía exigida y la periodicidad o 
frecuencia de pago. Entre otras ventajas, al tratarse de un indicador que 
incorpora varios elementos, lleva a una sobrevaluación del costo del dinero, de 
manera que su uso como referente es útil para advertir indiciariamente una 
tasa de interés usuraria, en tanto refiere al costo del dinero tolerado en el 
mercado del crédito. También, permite una comparación acorde a diferentes 
tipos de crédito, de manera que el juzgador puede tomar el CAT de un crédito 
hipotecario para créditos con garantías de este tipo o el CAT de una tarjeta de 
crédito para créditos quirografarios, etcétera; respecto de la cual el juzgador 
tiene un amplio margen de aplicación, pues a partir del análisis del resto de los 
parámetros está en aptitud de aplicar su potestad jurisdiccional y aplicar el 
porcentaje que corresponda según el tipo de crédito, su monto, el mercado al 
que se dirige y otras circunstancias útiles para su resolución. Al margen de lo 
anterior, si el juzgador considera que es el caso de aplicar una tasa diferente 
del CAT, debe justificar adecuadamente su decisión".

Del criterio jurisprudencial citado y las consideraciones que motivaron la 

ejecutoria que le dio origen, se desprende que la Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación estableció que, para apreciar la 

24 Localizable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 36, noviembre de 2016, tomo II, Décima 
Época, Materias Constitucional Civil, página 882, registro digital 2013075.
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proporcionalidad de los intereses, podía considerarse como parámetro el 

Costo Anual Total (CAT) que reporte el valor más alto respecto a 

operaciones similares a la litigiosa; sin embargo, la propia jurisprudencia 
aclara que el juzgador también puede aplicar una tasa diferente al Costo 

Anual Total (CAT), siempre y cuando esa determinación se encuentre 

justificada.

Así, atento a esa libertad que el Alto Tribunal de la Nación dejó a los 

órganos jurisdiccionales para apreciar la proporcionalidad de los intereses, se 

han emitido diversos criterios que hacen alusión al referente bancario que se 

estima idóneo para tal fin, como son:

1. CAT (Costo Anual Total). Alude a una medida del costo de un 

financiamiento expresado en términos porcentuales anuales, que incorpora la 

totalidad de los costos y gastos inherentes de los créditos, préstamos o 

financiamientos que otorgan las entidades financieras que, por sus 

características, requieren de una infraestructura personal y gastos en 

general, y ese parámetro toma en cuenta para su fijación, entre otros datos, 

los intereses ordinarios, comisiones, cargos y primas de seguros requeridas 

para el otorgamiento del crédito, el costo de captación y los costos para el 

otorgamiento y administración de los créditos; además de los gastos relativos 

a la instalación y mantenimiento de sucursales bancarias y el pago de 

empleados.

2. TIIE (Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio). Es un indicador 

que, en términos generales, refleja el rendimiento que pudo originar la 

cantidad dejada de percibir o lo que cualquier persona recibiría al depositar 

su dinero en alguna institución de banca múltiple. 

3. TEPP (Tasa Efectiva Promedio Ponderada por Saldo25). Referente 

financiero relacionado con créditos revolventes asociados con tarjetas de 

crédito bancarias, publicadas bimestralmente por el Banco de México, la cual 

refleja los réditos o compensación que, en promedio, se cobran en los 

préstamos del mercado de las tarjetas de crédito de aceptación generalizada, 

y se asemeja al adeudo documentado en un título quirografario, en cuanto al 

riesgo de impago asumido por el acreedor, en virtud de que las instituciones 

bancarias, por lo general, otorgan esos créditos sin exigir garantías reales, 

sino únicamente con base en una estimación de viabilidad de pago, a partir 

del análisis de solvencia crediticia y capacidad de cumplimiento del 

tarjetahabiente.

Así, con base a esa libertad que se dejó a los órganos jurisdiccionales 

25 Se obtiene de anualizar el cociente de los intereses generados en el período entre el correspondiente de cada 
tarjeta (Estructura de información (SIE, Banco de México)
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para apreciar la proporcionalidad de los intereses pactados por las partes, se 

sostiene que el referente idóneo para analizar si los intereses moratorios 

pactados en el convenio de obligaciones societarias, son usurarios o no, 

es la Tasa Efectiva Promedio Ponderada (TEPP) para clientes no totaleros, 

porque es el que guarda mayor semejanza con el tipo de transacción que dio 

origen a la emisión del documento base de la acción.

Criterio que guarda consonancia con las recientes consideraciones que 

respecto de ese tópico la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, sostuvo al resolver la Contradicción de Tesis 215/2022, en el sentido:

“…39. Aunado a lo anterior, los anteriores parámetros guía deben 
complementarse con la apreciación de ciertos elementos subjetivos, 
que no se refieren en concreto a los elementos del pacto de intereses 
y/u obligación crediticia ni a factores e indicadores del mercado 
financiero, sino que se circunscriben a las circunstancias particulares o 
contextuales que rodean cada caso, a partir de las cuales, pueda 
apreciarse alguna situación de vulnerabilidad del deudor, en relación 
con el acreedor, que pueda motivar la presunción de intereses 
excesivos, primordialmente por afectar el derecho de propiedad de las 
personas.

40. Los anteriores parámetros guía constituyen referentes básicos 
para que el juzgador realice un análisis sobre la existencia o 
inexistencia de intereses notoriamente excesivos y, por ende, 
posiblemente usurarios, sin perjuicio de que, en cada caso, pueda 
advertir otros elementos objetivos que también le faciliten el análisis 
respectivo. Así, el uso de los parámetros guía no puede sustituir el 
ejercicio necesario del arbitrio judicial, a la luz de las características 
específicas de cada asunto pues, como se mencionó, éstos constituyen 
elementos objetivos sólo que fungen como una herramienta auxiliar en 
el proceso valorativo del fenómeno usurario. 

41. Ahora bien, en lo conducente para la presente contradicción 
de criterios, corresponde centrarnos en la determinación sobre cuál de 
los valores que se reportan de las tasas de interés bancario habrá de 
servir de referencia, en términos del parámetro identificado con la letra 
g), relativo a "[l]as tasas de interés de las instituciones bancarias para 
operaciones similares a las que se analizan, cuya apreciación 
únicamente constituye un parámetro de referencia". 

42. El anterior análisis, se realiza a partir de advertir qué tipo de 
relación existe entre las partes, el juzgador determinará cuál de las 
tasas de interés de las instituciones bancarias habrá de servirle de 
referencia, por tratarse de operaciones similares, para verificar la 
existencia de un interés usurario y estar en aptitud de apreciar cuándo 
la tasa de interés pactada resulta excesiva, pues la comparativa es útil 
para concluir si ésta se encuentra evidentemente fuera de los rangos 
que suelen determinarse en el mercado financiero.

43. En ese sentido, si bien resulta lícito el cobro de un interés 
(ordinario y/o moratorio) en los préstamos de dinero, sin embargo, éste 
no debe ser notoriamente excesivo, esto es, no debe resultar 
contraventor de la proscripción de usura. Por lo que es preciso que la 
tasa porcentual pactada guarde una debida proporción y coherencia 
con la naturaleza propia al concepto del interés por el uso del dinero, 
respecto de lo cual, el interés ordinario y el interés moratorio tienen una 
naturaleza diferente, debido a lo cual es posible que puedan 
devengarse simultáneamente.(16) Motivo por el que los juzgadores al 
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realizar el análisis de usura con el objeto de determinar si una tasa de 
interés pactada resulta o no notoriamente excesiva, deben diferenciar 
el parámetro de referencia de las tasas bancarias de las instituciones 
de crédito, a fin de comparar tasas ordinarias y, en cuanto a los 
intereses moratorios, fijar prudencialmente su porcentaje. Pues, 
tratándose de estos últimos, constituye un hecho notorio que las 
instituciones bancarias no publican las tasas promedio de naturaleza 
moratoria que se pactan en las operaciones del crédito.

44. Ahora bien, como se señaló por esta Primera Sala al resolver 
la contradicción de tesis 208/2015,(17) un referente válido para 
emprender el análisis sobre si la tasa de interés pactada tiene indicios 
de ser usuraria, lo constituye el costo anual total (CAT) manejado por 
las instituciones bancarias,(18) por tratarse de un indicador que 
incorpora todos los elementos que determinan el costo de un crédito, 
adicionales a las tasas de interés, como son las comisiones por el 
manejo de la cuenta, las primas de seguros que el cliente deba pagar 
de conformidad a su contrato de crédito, excepto el impuesto al valor 
agregado aplicable, además de otros elementos como la garantía 
exigida y la periodicidad o frecuencia de pago.

45. Como referente el CAT es útil para advertir, indiciariamente, 
una tasa de interés usuraria, al tratarse de un indicador que incorpora 
varios elementos, pues lleva a una sobrevaluación del costo del dinero, 
en tanto se refiere al costo del dinero tolerado en el mercado del 
crédito. También, permite una comparación acorde a diferentes tipos de 
crédito, de manera que el juzgador puede tomar el CAT de un crédito 
hipotecario para créditos con garantías de este tipo o el CAT de una 
tarjeta de crédito para créditos quirografarios, etcétera. De lo que se 
puede inferir que, en un primer acercamiento para corroborar si la tasa 
de interés pactada es usuraria, resulta un buen referente el acudir a 
referido indicador que emplean las instituciones bancarias. 

46. Entonces, siguiendo el criterio de mérito, si la tasa de interés 
pactada es inferior al costo anual total (CAT) más alto, reportado 
conforme a las reglas que rigen a las instituciones bancarias en el 
mercado crediticio, podría ser un buen referente para no sospechar que 
la tasa sea usuraria. Por el contrario, si el porcentaje acordado es 
superior a dicho referente, entonces, será necesario verificar si aquella 
es usuraria o no, mediante la valoración de las peculiaridades que se 
adviertan en cada asunto, al tenor de los parámetros guía y elementos 
subjetivos, antes precisados.

47. Asimismo, cabe resaltar que, si bien en la contradicción de 
tesis en comento, se determinó que el CAT, que reporte el valor más 
alto, respecto a operaciones similares, es un referente financiero 
adecuado para su análisis, cuando el documento base de la acción es 
un título de crédito, como lo es el pagaré; también se precisó que, si el 
juzgador considera que es el caso de aplicar una tasa diferente del 
CAT, debe justificar adecuadamente su decisión.(19) 

48. En ese orden de ideas, es posible que los órganos 
jurisdiccionales, en ejercicio de su arbitrio judicial, al analizar casos en 
que se trate de la suscripción de pagarés entre personas físicas, opten 
por emplear otro referente bancario distinto al CAT, para diluir o 
corroborar la sospecha de si es usuraria la tasa de interés moratoria, 
esto es, la pactada como sanción por el impago del importe consignado 
en esos títulos de crédito. 

49. Entre los aludidos referentes, para casos como los antes 
precisados, bien podrían tomar los juzgadores la tasa de interés 
efectiva promedio ponderada TEPP, para clientes no totaleros, que es 
un indicador construido por el Banco de México, que refleja el mercado 
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de crédito y se individualiza por cada institución financiera. La tasa 
efectiva se obtiene de anualizar el cociente de los intereses generados 
en el periodo, entre el saldo correspondiente de cada tarjeta de crédito. 
Para obtener la tasa efectiva promedio ponderada, se multiplica la tasa 
efectiva de cada tarjeta por su participación en el saldo total y se 
agrega a través de todas las tarjetas. Por otra parte, se conoce como 
cliente "totalero" al que paga el saldo total de la tarjeta de crédito cada 
mes y como "no totalero" al que no lo hace. Un cliente totalero tiene 
una tasa efectiva igual a cero.(20) La característica primordial de esa 
tasa es que suele emplearse por los bancos en la contratación de 
tarjetas de crédito y su valor es determinado al considerarse que, en el 
otorgamiento de tales créditos, primordialmente, se toma en cuenta la 
viabilidad económica o solvencia del acreedor, sin exigirle algún tipo de 
garantía. 

50. Bajo esa tónica, cuando un juzgador en ejercicio de su 
arbitrio, es decir, al valorar las características o elementos que se 
presenten en un juicio ejecutivo mercantil, que verse sobre el reclamo 
derivado de la suscripción de pagarés entre personas físicas, opte por 
tomar como referente, una tasa distinta al CAT, como lo es la tasa de 
interés efectiva promedio ponderada (TEPP), para clientes no totaleros 
que, a su juicio, pudiera guardar mayor semejanza con ese tipo de 
transacciones; lo relevante para la presente contradicción, es la 
determinación de cuál de los valores reportados para ese tipo de 
tasa(21) debe tomar: el más alto o el mínimo.

51. Para ello, resultan aplicables razones similares a las 
señaladas en la citada contradicción de tesis 208/2015, en la que se 
determinó, respecto al CAT, que debía tomarse como referente su valor 
más alto. Así, para la tasa de interés efectiva promedio ponderada 
(TEPP), para clientes no totaleros, al tratarse de un indicador relativo al 
mercado crediticio, en específico, del mercado de tarjetas de crédito 
expedidas por los bancos, el valor más alto que sea reportado respecto 
a ese índice también generará mayor convicción en el juzgador, sobre 
si la tasa de interés moratoria pactada tiene o no visos de excesiva. 
Ello, si se tiene en cuenta que el análisis que realice tendrá un punto de 
comparación que goza de la presunción legal de ser el límite de lo que 
no podría considerarse usurario, conforme a las reglas que rigen para 
las instituciones bancarias en el aludido mercado crediticio. 

52. Lo que se corrobora con lo precisado por esta Primera Sala al 
resolver el amparo directo en revisión 777/2016(22) en que, se partió 
de que los créditos otorgados por las instituciones bancarias 
pertenecientes al sistema financiero presuponen una tasa de interés no 
excesiva en tanto las instituciones bancarias se encuentran reguladas 
por el Banco de México, organismo que en términos del sexto párrafo 
del artículo 28 constitucional, constituye el banco central con el que 
cuenta el Estado Mexicano a fin de procurar y fortalecer la estabilidad y 
desarrollo económico del país. Además de que, de conformidad con el 
séptimo párrafo del artículo 28 constitucional, el Banco de México tiene 
expresamente la tarea de regular, en los términos que establezcan las 
leyes y con la intervención que corresponda a otras autoridades 
competentes,(23) los cambios, así como la intermediación de los 
servicios financieros. Por lo que cuenta con las atribuciones de 
autoridad necesarias para llevar a cabo la efectividad de su normativa y 
proveer su observancia, especialmente por lo que hace a las 
operaciones relativas al mercado del crédito que se ofrecen al público 
en general.(24)

53. Pues conforme las leyes que regulan la transparencia de los 
servicios financieros, el Banco de México vigila, dentro del mercado 
descrito, que los créditos que ofrecen las instituciones bancarias al 
público en general se otorguen en condiciones accesibles y razonables. 
De ahí que se concluyera que las tasas de interés ofrecidas en los 
créditos operados por las instituciones bancarias gozan de una 
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presunción de no ser excesivas ni usurarias.

54. En ese sentido, el máximo de los valores reportados, no sólo 
para la tasa de interés efectiva promedio ponderada (TEPP), para 
clientes no totaleros que se examina, sino para cualquier otro referente 
de ese tipo, al gozar de la mencionada presunción de no usuraria, 
puede ser considerado como un límite que, de no excederse, podría 
descartar la sospecha de que, en el pacto de intereses, se hubiese 
presentado un fenómeno usurario. Ahora que, si se toma en cuenta que 
ese valor máximo es el determinado únicamente para intereses 
ordinarios; entonces, para el supuesto de los intereses moratorios 
menor, sería la probabilidad de que los convenidos al acercarse a ese 
límite o, incluso, rebasarlo cercanamente, puedan dar la apariencia de 
ser usurarios, en atención a que, la fijación de estos últimos, suele ser 
de mayor cuantía a la de los ordinarios, al tratarse de una penalización 
por el pago inoportuno o falta de pago del importe pactado.

55. Claro está que, en el supuesto de que tales intereses 
moratorios superen cercanamente el aludido valor máximo, el juzgador 
habría que tener en cuenta otros parámetros para determinar en qué 
proporción ese margen de exceso podría disipar o no la sospecha 
sobre lo usurario de esos réditos. Por ejemplo, como se advirtió por 
esta Primera Sala al resolver el amparo directo en revisión 
1823/2014,(25) la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de 
los Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF) al publicar los 
cuadros comparativos y comisiones para tarjetas de crédito, hace 
referencia a las cláusulas pactadas en los contratos de adhesión 
celebrados entre las instituciones de crédito y los usuarios del servicio, 
a fin de informar cuál es el porcentaje que corresponde al pago de 
intereses moratorios, siendo el menor, el que corresponde a 1.5 veces 
el interés ordinario pactado.

56. Consecuentemente, para examinar el elemento objetivo, 
relativo a la tasa de referencia comparativa para la apreciación de la 
usura en la tasa moratoria, en el evento de que un juzgador, en 
ejercicio de su arbitrio, opte por algún referente bancario, como lo es la 
tasa de interés efectiva promedio ponderada (TEPP), para clientes no 
totaleros, en los casos de suscripción de pagarés entre personas 
físicas, debe tomar el valor de la más alta de las publicadas en la fecha 
exacta o más próxima al momento en que se comenzó a generar la 
obligación de pagar intereses moratorios. En el entendido de que el 
parámetro guía analizado, como se explicó, finalmente es un elemento 
más de la ponderación que corresponde hacer a los juzgadores en los 
casos concretos, para determinar si los intereses moratorios pactados 
son o no usurarios.”. (El subrayado es de esta ejecutoria)…”

Argumentos jurídicos que dieron origen a la jurisprudencia 47 48 1a./J. 

2/2023 (11a.), de rubro y texto siguiente:

“USURA. EN CASO DE QUE EL JUZGADOR, DE 
MANERA JUSTIFICADA, OPTE POR TOMAR COMO 
REFERENTE LA TASA DE INTERÉS EFECTIVA PROMEDIO 
PONDERADA (TEPP) PARA CLIENTES NO TOTALEROS, A 
FIN DE VERIFICAR SI SON USURARIOS LOS INTERESES 
MORATORIOS PACTADOS POR PERSONAS FÍSICAS EN UN 
PAGARÉ, DEBE TOMAR EL VALOR MÁS ALTO DE LOS 
PUBLICADOS POR EL BANCO DE MÉXICO. Hechos: Los 
Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar en 
amparo directo, si eran o no usurarios los intereses moratorios 
reclamados en diversos juicios ejecutivos mercantiles, derivados 
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de la suscripción de pagarés entre personas físicas, arribaron a 
decisiones contrarias para determinar cuál de los valores 
reportados (el más alto o el mínimo) debían considerar para la 
tasa de interés efectiva promedio ponderada (TEPP), para 
clientes no totaleros, que tomaron como referente para dicho 
análisis. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que como parte del análisis del 
fenómeno usurario en el pacto de intereses moratorios derivados 
de un pagaré suscrito entre personas físicas, el juzgador al optar, 
de manera justificada, por emplear un referente distinto al costo 
anual total (CAT), como lo es la tasa de interés efectiva promedio 
ponderada (TEPP), para clientes no totaleros, debe tomar el valor 
más alto de los reportados por el Banco de México. Justificación: 
En la contradicción de tesis 208/2015, la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó, respecto al 
costo anual total (CAT), que debía tomarse como referente su 
valor más alto. Las mismas razones precisadas en la aludida 
contradicción resultan aplicables para la tasa de interés efectiva 
promedio ponderada (TEPP), para clientes no totaleros, en virtud 
de que al igual que el CAT, al tratarse de un indicador relativo al 
mercado crediticio, en específico, del mercado de tarjetas de 
crédito expedidas por los bancos, el valor más alto que sea 
reportado respecto de aquel índice, generará mayor convicción 
en el juzgador sobre si la tasa de interés moratoria pactada tiene 
o no visos de excesiva. Ello, si se tiene en cuenta que el análisis 
que realice el juzgador tendrá un punto de comparación que goza 
de la presunción legal de ser el límite de lo que no podría 
considerarse usurario, conforme a las reglas que rigen para las 
instituciones bancarias en el aludido mercado crediticio. 
Entonces, el máximo de los valores publicados por el Banco de 
México, no sólo para la tasa de interés efectiva promedio 
ponderada (TEPP), para clientes no totaleros, sino para cualquier 
otro referente de ese tipo, al gozar de la mencionada presunción 
de no usuraria, puede ser considerado como un límite que, de no 
rebasarse, podría descartar la sospecha de que, en el pacto de 
intereses, se hubiese presentado un fenómeno usurario. Ahora 
que, si se toma en cuenta que ese valor máximo es el 
determinado únicamente para los intereses ordinarios, entonces, 
para el supuesto de los intereses moratorios, menor sería la 
probabilidad de que los convenidos, al acercarse a ese límite o, 
incluso, rebasarlo cercanamente, puedan dar la apariencia de ser 
usurarios, en atención a que, la fijación de estos últimos, suele 
ser de mayor cuantía a la de los ordinarios, al tratarse de una 
penalización por el pago inoportuno o falta de pago del importe 
pactado. Ahora que, en el supuesto de que tales intereses 
moratorios superen cercanamente el aludido valor máximo, el 
juzgador habría que tener en cuenta otros parámetros para 
determinar en qué proporción ese margen de exceso podría 
disipar o no la sospecha sobre lo usurario de esos réditos”.
En efecto, en dicho criterio, cuya observancia es obligatoria para este 

órgano jurisdiccional, el Máximo Tribunal del País determinó la posibilidad de 

que el juzgador en ejercicio de su arbitrio pueda optar por tomar como 

referente financiero la tasa de interés efectiva promedio ponderada (TEPP), 

para clientes no totaleros, si a su juicio guarda mayor semejanza con ese tipo 

de transacciones.

De igual forma el referido tribunal es contundente en determinar que en 

relación a la tasa de interés efectiva promedio ponderada (TEPP), para 
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clientes no totaleros, al tratarse de un indicador relativo al mercado crediticio, 

en específico, del mercado de tarjetas de crédito expedidas por los bancos, 

el valor más alto que sea reportado respecto a ese índice generará mayor 

convicción en el juzgador, sobre si la tasa de interés moratoria pactada tiene 

o no visos de excesiva. Ello, si se tiene en cuenta que el análisis que realice 

tendrá un punto de comparación que goza de la presunción legal de ser el 

límite de lo que no podría considerarse usurario, conforme a las reglas que 

rigen para las instituciones bancarias en el aludido mercado crediticio.

Que el máximo de los valores reportados para la tasa de interés 

efectiva promedio ponderada (TEPP), para clientes no totaleros – y para 

cualquier otro referente de ese tipo-, al gozar de la mencionada 
presunción de no usuraria, puede ser considerado como un límite que, de 
no excederse, podría descartar la sospecha de que, en el pacto de 

intereses, se hubiese presentado un fenómeno usurario.

Precisó que, si se toma en cuenta que ese valor máximo es el 

determinado únicamente para intereses ordinarios; entonces, para el 

supuesto de los intereses moratorios menor, sería una probabilidad de que 

los convenidos al acercarse a ese límite o, incluso, rebasarlo cercanamente, 

puedan dar la apariencia de ser usurarios, en atención a que, la fijación de 

estos últimos, suele ser de mayor cuantía a la de los ordinarios, al tratarse de 

una penalización por el pago inoportuno o falta de pago del importe pactado.

En el supuesto que los intereses moratorios superen cercanamente el 

aludido valor máximo, el juzgador habría que tener en cuenta otros 

parámetros para determinar en qué proporción ese margen de exceso podría 

disipar o no la sospecha sobre lo usurario de esos réditos. 

Luego, para examinar la tasa de referencia comparativa para la 

apreciación de la usura en la tasa moratoria, en el caso de que el juzgador 

opte como referente bancario la tasa de interés efectiva promedio ponderada 

(TEPP), para clientes no totaleros, como en el presente caso el convenio de 
obligaciones societarias, debe tomar el valor de la más alta de las 
publicadas en la fecha exacta o más próxima al momento en que se 
comenzó a generar la obligación de pagar intereses moratorios.

En el caso, la fecha en que incurrió en mora la parte demandada 

respecto de los pagos semanales dominicales, es del nueve de abril de 
dos mil veintitrés; y del pago de las cuotas diarias, es a partir del seis 
de marzo de dos mil veintitrés; 

Ahora, para corroborar que la tasa de interés fijada en el convenio de 
obligaciones societarias base de la acción, se encuentran dentro de los 
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parámetros permitidos por las instituciones pertenecientes al sistema 

financiero mexicano, es menester tomar en cuenta las tasas de interés 

activas; esto es, el porcentaje que las instituciones bancarias aplican 

conforme a las condiciones del mercado, según los reportes del Banco de 
México.

En el caso, se estima adecuado tomar como parámetro de referencia, 

para comparar el monto de los intereses moratorios convenido por las partes, 

los Indicadores Básicos de Tarjetas de Crédito, que otorgan las instituciones 

bancarias, pues se considera que es más acorde al tipo y finalidad del 

préstamo realizado a través del pagaré con que se acciona y a la tasa de 

interés de esos créditos.

Así, se acude al reporte de Indicadores Básicos de Tarjetas de Crédito, 

publicado por el Banco de México26, en su página de internet con datos 

reportados a junio de dos mil veintitrés, fecha más cercana a la data de 

vencimiento –de los pagos semanales dominicales, es del diecisiete de 
septiembre de dos mil veintitrés;  y del pago de las cuotas diarias, es a 
partir del once de septiembre de dos mil veintitrés-, para advertir los 

promedios de las tasas efectivas de interés que rigen las tarjetas de crédito; 

operación que, como ya se dijo, únicamente constituye un parámetro de 

referencia para ese efecto y de la que se advierte que la Tasa Efectiva 

Promedio Ponderado asociado al saldo más bajo es del 9.4% (nueve punto 
cuatro por ciento) anual y la más alta es de 37.1% (treinta y siete punto 
uno por ciento) anual, como se advierte del siguiente cuadro.

26 https://www.banxico.org.mx/publicaciones-y-prensa/rib-tarjetas-de-credito/%7BD0CFE913-D1B5-4776-6F99-
4BE8A09A245D%7D.pdf (página web consultada por última vez el día de hoy).
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Ese parámetro más alto; es decir, el 37.1 (treinta y siete punto uno 
por ciento) anual, es el permitido en el mercado financiero y constituye un 

dato relevante convencional que sirve de uso comercial para determinar si un 

interés pactado en distintas operaciones supera dicho límite para 

considerarlo como excesivo.

En el caso, la actora reclama el pago de los intereses moratorios, a la 

tasa del 1.5% (uno punto cinco por ciento) mensual, que multiplicado 
por doce meses da como resultado 18.0% (dieciocho punto cero por 
ciento) anual.

En ese orden de ideas, tenemos que los intereses moratorios pactados 

a razón del 18.0% (dieciocho punto cero por ciento) anual, no rebasan la 

tasa del 37.1% (treinta y siete punto uno por ciento) anual, que impera en 

el mercado bancario para las tarjetas de crédito antes referidas, operación 

que, como ya se dijo, es la más similar al convenio con que se acciona, por 

lo que únicamente constituye un parámetro de referencia.

En efecto, la usura constituye la estipulación de intereses excesivos o 

desproporcionales que establecen una ventaja patrimonial en favor del 

acreedor por el cobro de un interés superior a las tasas máximas de 

intereses establecidas por las instituciones del sistema bancario; con 

independencia de la existencia de algún vicio en la voluntad de las partes, es 

dable considerar que si el pacto de intereses excede la tasa promedio y se 

encuentra dicha transacción fuera del ámbito del sistema bancario o 

financiero, se configura la usura y quien la sufre tiene derecho a ser 

protegido en contra de esa estipulación.

Además, debe tomarse en cuenta, que el demandado se encuentra en 

desventaja en relación a su acreedor; sin embargo, los intereses moratorios 

reclamados por la parte actora, no rebasan las tasas de interés que imperan 

en el mercado financiero para las tarjetas de crédito, mismas que, como ya 

se dijo, únicamente se toman como parámetro de referencia.

En esas condiciones, al ser proporcionales los intereses moratorios, con 

apoyo en las jurisprudencias citadas en párrafos que anteceden, se condena 
a la parte demandada al pago de los intereses moratorios, pactados en el 

convenio con que se acciona, a razón del 18.0% (dieciocho punto cero por 
ciento) anual.

En congruencia con lo hasta aquí expuesto, se condena a la parte 
demandada al pago de los intereses moratorios sobre saldos insolutos, 

pactados en el convenio con que se acciona, a razón del 18.0% (dieciocho 
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punto cero por ciento) anual, como lo reclama la parte actora, de los 
pagos semanales dominicales, a partir del diecisiete de septiembre de 
dos mil veintitrés; y del pago de las cuotas diarias, a partir del once de 
septiembre de dos mil veintitrés; fechas en que el demandado incurrió en 

mora, así como al pago de los que se sigan venciendo hasta la total 

liquidación del adeudo reclamado. 

En la inteligencia que los intereses moratorios a que se viene haciendo 

referencia, se cuantificarán en ejecución de sentencia, mediante el incidente 

respectivo.

NOVENO. Gastos y Costas. En otro aspecto y una vez examinadas 

todas las constancias que obran en el expediente del juicio oral mercantil, no 

se advierte que alguna de las partes haya procedido con temeridad o mala 

fe, de manera que no ha lugar a realizar la condena en costas con base 
en ese supuesto.

En consecuencia, procede examinar si alguna de las partes se colocó 

en otro de los supuestos concretos establecidos en las fracciones de la I a la 

V del artículo 1084 del Código de Comercio27, en las que se establecen los 

casos en los que siempre se hará la condena en costas. 

No se surte la hipótesis de la condena en costas previstas por la 

fracción I del artículo 1084 del Código de Enjuiciamiento Mercantil, porque el 

actor rindió pruebas para justificar su acción y la demandada sus 

excepciones.

Tampoco se actualiza el supuesto de la fracción II del artículo 1084 del 

Código de Comercio, porque no existe dato o elemento alguno en estos 

27 Art. 1,084. La condenación en costas se hará cuando así lo prevenga la ley, ó 
cuando á juicio del juez se haya procedido con temeridad o mala fe.

Siempre serán condenados:

I. El que ninguna prueba rinda para justificar su acción ó su excepción, si se 
funda en hechos disputados;

II. El que presentase instrumentos ó documentos falsos, ó testigos falsos ó 
sobornados;

III. El que fuese condenado en juicio ejecutivo y el que lo intente si no obtiene 
sentencia favorable. En este caso la condenación se hará en la primera instancia, 

observándose en la segunda lo dispuesto en la fracción siguiente;

IV. El que fuere condenado por dos sentencias conformes de toda conformidad en 
su parte resolutiva, sin tomar en cuenta la declaración sobre costas. En este 

caso, la condenación comprenderá las costas de ambas instancias, y

V. El que intente acciones o haga valer cualquier tipo de defensas o excepciones 
improcedentes o interponga recursos o incidentes de este tipo a quien no 

solamente se le condenará respecto de estas acciones, defensas, excepciones, 
recursos o incidentes improcedentes, sino de las excepciones procesales que 

sean inoperantes.

Jhonny O
rdoñez Silva

706a6620636a66320000000000000000000007a3
15/05/26 17:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUZGADO PRIMERO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL
EN EL ESTADO DE TABASCO.

JUICIO ORAL MERCANTIL 3256/2025-II-A

71



autos de que las partes hayan presentado instrumentos o documentos falsos, 

testigos falsos o sobornados; de ahí que no ha lugar a realizar la condena en 

costas con apoyo en el referido supuesto.

No opera la hipótesis de condena en costas establecida en la fracción 

III del artículo 1084 del Código de Comercio, porque no se trata de un juicio 

ejecutivo mercantil, sino que lo que ahora se resuelve es un juicio oral 
mercantil.

No se actualiza el supuesto de condena en costas previsto en la 

fracción IV del artículo 1084 del Código de Comercio, toda vez que como 

ahora se dicta la sentencia definitiva en un juicio oral mercantil, no se está en 

el caso de que alguna de las partes haya sido condenada por dos sentencias 

conformes de toda conformidad en su parte resolutiva; de manera que no 

procede realizar la condena en costas con base en el supuesto mencionado.

Finalmente la fracción V del artículo 1084 del Código de Comercio 

establece, que siempre será condenado en costas, el que intente acciones o 

haga valer cualquier tipo de defensas o excepciones improcedentes o 

interponga recursos o incidentes de este tipo, a quien no solamente se le 

condenará respecto de estas acciones, defensas, excepciones, recursos o 

incidentes improcedentes, sino de las excepciones procesales que sean 

inoperantes.

En esa virtud, no ha lugar a condenar en costas a la parte demandada 

con apoyo en la fracción V del artículo 1084 del Código de Comercio, ya que 

conforme a las constancias que integran este expediente las partes no 

hicieron valer acciones improcedentes, ni interpusieron recursos o incidentes 

de ese tipo, tampoco opusieron excepciones procesales inoperantes.

DÉCIMO. Plazo para cumplir con la sentencia. Se otorga a la parte 

demandada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1079, fracción VI, 

del Código de Comercio, el término de tres días hábiles, contado a partir del 

día siguiente al en que surta efectos la notificación de esta sentencia, para 

que acredite haber dado cumplimiento a los resolutivos anteriores.

DÉCIMO PRIMERO. Publicación y captura de sentencia. 

Conforme a la Ley General de Protección de Datos Personales en 

Posesión de Sujetos Obligados, Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública y Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 

que establece las disposiciones en materia de Transparencia, Acceso a la 

Información Pública, Protección de Datos Personales y Archivos, publicado 

en el Diario Oficial de la Federación el seis de febrero de dos mil catorce, se 
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ordena suprimir en la versión pública los datos personales de las partes 

en el presente juicio, así como la información reservada.

Asimismo, captúrese la presente sentencia, en el Sistema Integral de 

Seguimiento de Expedientes (SISE), con la certificación secretarial 

respectiva; y agréguese al expediente el acuse de recibo electrónico que 

justifique su registro.

Por lo expuesto y fundado, y además con apoyo en los artículos 1325 y 

1327 del Código de Comercio reformado, se decide:

D  E  C  I  S  I  Ó  N   

PRIMERA. Este Juzgado resultó competente para conocer y resolver 

del presente juicio.

SEGUNDA. Ha procedido la vía oral mercantil.

TERCERA. La parte actora  **** *********** ********* ******** 

*******, acreditó los elementos constitutivos de su acción; mientras que el 

demandado ******** ****** *** no justificó sus defensas.

CUARTA. Se condena a la demandada, a pagar a la actora, la 

cantidad de $640,000.00 (seiscientos cuarenta mil pesos 00/100 moneda 

nacional), por concepto de pagos semanales dominicales; al importe de 

$505,600.00 (quinientos cinco mil seiscientos pesos 00/100 moneda 

nacional), por concepto de cuotas diarias.

QUINTA. Se condena a la parte demandada al pago de los intereses 

moratorios sobre saldos insolutos, a razón del 18.0% (dieciocho punto cero 
por ciento) anual, de los pagos semanales dominicales, a partir del 
diecisiete de septiembre de dos mil veintitrés; y del pago de las cuotas 
diarias, a partir del once de septiembre de dos mil veintitrés; fechas en 

que el demandado incurrió en mora, así como al pago de los que se sigan 

venciendo hasta la total liquidación del adeudo reclamado, los que se 
cuantificarán en ejecución de sentencia.

SEXTA. Se absuelve a la parte demandada al pago de gastos y 
costas procesales.

SÉPTIMA. Se otorga a la parte demandada el término de tres días 
hábiles, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la 

notificación de esta sentencia, para que acredite haber dado cumplimiento a 

los resolutivos anteriores.

OCTAVA. La presente resolución será publicable en términos de lo 

establecido en el último considerando de este fallo. 

Notifíquese a las partes, en términos del artículo 1390 bis 22 del Código 
de Comercio. 

Jhonny O
rdoñez Silva

706a6620636a66320000000000000000000007a3
15/05/26 17:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



JUZGADO PRIMERO DE DISTRITO EN MATERIA MERCANTIL FEDERAL
EN EL ESTADO DE TABASCO.

JUICIO ORAL MERCANTIL 3256/2025-II-A

73



Así lo sentenció y firma electrónicamente, Víctor Rubén Rodríguez 
Hernández, Juez Primero de Distrito en Materia Mercantil Federal en el 

Estado de Tabasco, ante Jhonny Ordóñez Silva, Secretario de Juzgado, 
quien autoriza y da fe. Doy fe.
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No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.07.a3 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

21/04/26 15:15:52 - 21/04/26 09:15:52 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

29 d0 90 b6 08 aa 59 ac 1b c8 06 42 2d 3c cb 63
74 7c 9a b4 06 a8 4f 52 6f 1e 66 01 9f ab e4 f3
bb a2 d1 59 51 6f 48 8f 0a 55 b4 c8 91 26 db ed
26 04 8a 44 3e b5 e3 aa 08 b4 cd 99 7a 09 45 2e
ca 6c 57 5f bd db 64 4a 1d 77 46 e4 09 c8 21 e2
07 f5 39 5c 9c 01 48 a9 1a 61 c9 38 d4 d4 c1 56
93 5c fb 10 62 38 71 ce 16 9a 5b f8 f4 11 f6 a7
a5 a3 f7 27 14 27 f7 b7 ff d0 c6 c4 00 d2 c1 6b
9c f4 4c 89 54 e9 e1 5f c3 21 a0 84 7e 8e 97 32
ed ca ce e6 3f d9 96 f2 7c dc 69 5e 26 db 00 63
41 98 14 ec 02 de 64 fc 85 12 70 2e a0 ae 8f c9
bc 53 93 11 e8 66 a6 44 d6 ee 15 55 1f 58 87 1c
ee 26 73 ec 27 7f 35 cf 0c 6a 59 c1 c8 73 59 31
a3 54 e2 3e 13 08 17 32 54 0f d7 66 79 94 06 ab
f4 df 97 ca 7c bb f2 f6 54 8a c3 f1 29 99 5a ee
af 29 6a a4 2d 1d 97 bc 71 b4 17 01 76 bf 2c 50

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 21/04/26 15:15:52 - 21/04/26 09:15:52

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.07.a3

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 21/04/26 15:15:53 - 21/04/26 09:15:53

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 143619280

Datos estampillados: +H+YOTShJvH7/4y9U0G6tqUqXjE=
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FIRMANTE
Nombre: VICTOR RUBEN RODRIGUEZ HERNANDEZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.64.1c Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

21/04/26 19:42:30 - 21/04/26 13:42:30 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

83 ca e1 7c 44 a8 8d 67 05 25 f1 a5 4f d2 a5 41
ce a2 1c 27 4f b8 7c 8a 77 31 37 8c 77 1a 71 97
c3 30 ba d7 cc 51 8e 12 53 1d d2 6f 1d 70 64 4d
e7 6a 41 7d d9 27 95 d8 d0 7c 05 7c 29 a9 e4 2c
49 41 53 6d cb 3f 32 4d 8e 86 ad c3 61 60 8f 93
9d 3e 17 83 44 db e3 85 30 13 15 1c 1d 0f 3c cd
cd 08 da 40 46 fb 02 ef 4d da ad 19 5e 4a 36 b6
37 65 ab 8f e1 10 45 24 09 e6 d2 58 41 6b 5d 1a
5c 0c 95 56 03 43 72 e8 e6 11 7b 43 a7 df ae 09
61 8f 88 b2 35 34 5b fb 44 89 69 06 34 0e c2 64
c9 25 30 38 f3 e5 70 64 f7 67 a6 24 bc 79 f8 45
62 63 db 53 96 f5 76 ff 72 c4 2f 61 5f f6 1f f3
29 ee 0f 68 7d bc 17 91 1a 1e 57 19 02 73 40 b0
df 09 b8 b3 18 88 2a 2c e6 7d a7 cf 50 be 18 81
bb bf fa eb 42 6b 6d 85 3e c3 6f 5f 81 88 ae b8
87 8a f2 99 1d 20 d1 bd 70 59 5c fb 16 42 b6 a9
8f a5 99 9e 7c ec d6 c6 39 c3 6a ae 72 31 0c 06
50 69 09 0a 49 df 32 79 58 98 b1 df 21 db d6 6f
20 ff 68 a9 a8 68 7e 9c 78 a0 c2 0f 54 98 44 a4
98 1d e4 92 53 13 1b f8 ec ca b1 fa 40 bf 89 c2
6d 5e 61 99 2f e7 02 e3 a3 b5 ba 21 80 7a 08 72
f2 d1 77 80 e7 52 e8 e1 3b 98 a3 82 d6 5d b5 fe
57 56 bf 6b 88 5a 0c ad 2a 64 7e 56 d2 33 76 c2
4c bf b2 85 c9 93 8d 2b 84 d0 0f 32 c3 37 16 49

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 21/04/26 19:42:30 - 21/04/26 13:42:30

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.64.1c

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 21/04/26 19:42:31 - 21/04/26 13:42:31

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 143881960

Datos estampillados: z1zC0OcGBv16MnZIyOak8ISwRIE=
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aEl veintiuno de abril de dos mil veintiseis, el licenciado Jhonny Ordóñez Silva,

Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Primero de Distrito en Materia
Mercantil Federal en el Estado de Tabasco, hago constar y certifico que en
esta versión pública no existe información clasificada como confidencial o
reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública. Conste.


